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PROBLEMAS Y ALTERNATIVAS LEGALES DEL MANEJO Y USO DEL RECURSO AGUA

La concesión del derecho de aprovechamiento de aguas

El "derecho de aprovechamiento de aguas" se encuentra definido en la Ley de Desarrollo Agrario reformada, que la considera "un derecho que consiste en la facultad de usar y gozar de ella, con los requisitos y condiciones determinados..." en la misma Ley de Desarrollo y en la Ley de Aguas
.

El derecho de aprovechamiento de aguas se adquiere por "concesión", definida como "un acto administrativo por el cual el Estado otorga a una persona el uso de las aguas en las condiciones determinadas en (la Ley de Desarrollo Agrario) y la Ley de Aguas y sus reglamentos".

La adjudicación de la concesión del derecho de aprovechamiento de aguas corresponde al Consejo Nacional de Recursos Hídricos (CNRH), lo que podía delegarse a las corporaciones regionales de desarrollo, entre otras competencias que correspondían al INERHI
. Posteriormente fue suprimida la posibilidad de esta delegación, pero en la fecha actual, para tales efectos es todavía aplicable el Art. 7 de la Ley de Modernización. Además de la competencia del CNRH y la delegación que se puede hacer a las corporaciones regionales de desarrollo para la adjudicación de las concesiones, también asignan usos de aguas el Ministerio de Energía y Minas
 y CEDEGÉ
.

Finalmente, cabe observar que las concesiones pueden ser protocolizadas en una Notaría e inscritas en el Registro de la Propiedad del respectivo cantón
.

La legislación vigente no contempla el requerimiento de que el órgano rector de aguas establezca el marco jurídico y técnico de las concesiones del derecho de aprovechamiento de aguas. Tampoco tales lineamientos se contemplan en los proyectos propuestos de Ley de Aguas. A la fecha se requiere de un marco jurídico y técnico a nivel nacional para las concesiones, especialmente si se va a avanzar en esquemas de descentralización y desconcentración del manejo de los derechos de agua.

La transferencia del derecho del aprovechamiento de aguas

El Art. 5 de la Ley de Aguas, que considera intransferible la concesión del derecho de aprovechamiento de aguas resulta derogado por las definiciones de derecho  parcialmente reformado por la Ley de Desarrollo Agrario, en cuanto esta determina la posibilidad de la transferencia de la concesión: 1. con la propiedad de la tierra y 2. con autorización del CNRH. Estas condiciones no se determinan en forma copulativa, sino alternativa. En efecto, en la Ley se contempla el traspaso automático de la concesión del derecho de aguas al comprador de la tierra, "en forma total o proporcional a la superficie vendida, al nuevo titular"
. La transferencia se opera "automáticamente" con la simple exhibición del título de propiedad. La Ley de Desarrollo Agrario se refiere entonces también a otro tipo de transferencia de concesión que no se produce automáticamente, para lo cual se requiere la "autorización" del CNRH. En consecuencia, otras alternativas de transferencia del derecho de aprovechamiento de aguas (diferentes de la transferencia automática proporcional a la superficie de la tierra), con la debida "autorización del CNRH" podrían contemplarse en la normativa que expida el mismo CNRH. En concordancia con la doctrina, la posibilidad de la transferencia y gravamen de los derechos de aprovechamiento de aguas también está contemplado en la Ley de Aguas española de 1985, que dispone que "solo será necesario acreditar de modo fehaciente, en el plazo y forma que reglamentariamente se establezca, la transferencia o la constitución del gravamen"
.

La inversión pública y privada en proyectos de infraestructura que aprovechan los recursos hídricos. 

La construcción de obras hidráulicas es una de las funciones que su Ley de creación atribuye al INERHI
, sin perjuicio de las obras que puedan ejecutar los particulares, con autorización del CNRH, a lo que se refieren diferentes artículos de la Ley
. Esto incluye la modificación y destrucción de las indicadas obras
. También está autorizado el INERHI a recuperar de los beneficiarios el valor de las obras hidráulicas ejecutadas
, lo que se considera en la tarifa respectiva, que también incluye los gastos de operación y mantenimiento. La reorganización del régimen institucional de aguas determina que "la construcción, mantenimiento y manejo de obras de infraestructura" corresponden a las corporaciones regionales de desarrollo
, lo que consta también en sus respectivas leyes constitutivas, sin perjuicio de las competencias atribuidas constitucionalmente a las municipalidades
. Asimismo, se establece el requerimiento de transferir los sistemas de riego a los usuarios, para lo cual se liquidan los valores de recuperación de las inversiones a que se refiere la Ley de Aguas
.

Parte de los problemas que se visualizaron con anterioridad a la reestructuración del régimen administrativo de aguas en 1994, fueron los relacionados con la construcción de infraestructura -básicamente infraestructura de riego. Los diagnósticos sobre estas actividades han determinado que estas construcciones han funcionado con plazos y costos excesivos; con situaciones asociadas de: a) asignación ineficiente de recursos para infraestructura; y b) insuficiente recuperación de las inversiones. Finalmente, la penuria fiscal ha limitado la ejecución de proyectos de infraestructura o la conclusión de los existentes. Las recomendaciones principales sobre este punto se refieren a dos aspectos: 1. Traspaso del manejo y mantenimiento de los sistemas a los usuarios; y 2. Posibilidad de que los mismos usuarios o inversionistas privados construyan los sistemas necesarios y recuperen la inversión mediante los pagos correspondientes de los usuarios.

La Ley de Aguas no contempla la construcción de infraestructura de usos de aguas por cuenta de los usuarios o de inversionistas privados y la consiguiente recuperación de las inversiones. Tampoco los proyectos de Ley de Aguas existentes contemplan esta cuestión. En todo caso, a la fecha resultaría aplicable la normativa de la Ley de Modernización sobre concesión de obra pública y de servicio público, según los casos
.

A la fecha, en cumplimiento de lo dispuesto por la normativa que dispone la transferencia de los sistemas a los usuarios organizados como personas jurídicas de derecho privado, se han regulado las condiciones necesarias de organización de los usuarios que vayan a manejar sistemas transferidos por el CNRH
. Se debe entender que esta transferencia de los sistemas de riego, como es obvio, implica también la transferencia de los derechos de las aguas con que están funcionando los indicados sistema.

La Planificación, Zonificaciones y Manejo de los Usos Del Suelo

La Ley de Desarrollo Agrario incluye varias referencias al manejo sustentable de los recursos naturales renovables e introduce como causales de expropiación atentar "gravemente contra la conservación de los recursos naturales renovables". El reglamento de la Ley especifica entre estas acciones prohibidas: uso de productos químicos prohibidos, prácticas que acarrean la erosión de la tierra, tala indiscriminada de bosques que no sean de producción permanente y quema de bosques o vegetación natural o protectora. Estas acciones, en su totalidad, atentan contra la conservación ambiental de los recursos hídricos. Sobre plaguicidas y productos químicos agrícolas existe una variada reglamentación vigente. Una declaratoria de alcance constitucional contemplada en la Ley de Desarrollo Agrario es la definición de la "función social" de la tierra que se cumple cuando "está en producción y explotación, se conservan adecuadamente los recursos naturales renovables y se brinda protección al ecosistema". Vale decir, la adecuada protección del ecosistema, incluyendo los recursos hídricos, es parte de la función social, requerida para el reconocimiento y garantía del derecho constitucional de la propiedad de la tierra
.

El Plan de Uso, Manejo y Zonificación de suelos al que se refiere la Ley de Desarrollo Agrario, tal como se desarrolla en el Reglamento de la Ley
, a cargo del Ministerio de Agricultura y, por delegación, de las corporaciones regionales, es un instrumento de manejo de suelos, pero no el único en el país. Entre los componentes del aludido Plan se encuentra la [i]dentificación de los problemas ecológicos relacionados con disponibilidad de aguas, inundaciones, procesos de erosión y otras consideraciones de vulnerabilidad ambiental"
.

Otro instrumento importante de zonificación y manejo de suelos es la Ley Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre, que contempla por lo menos cinco categorías de conservación y de manejo específico de suelos: patrimonio forestal, patrimonio de áreas naturales, bosque y vegetación protectores, tierras silvestres y tierras marginales para el aprovechamiento agrícola y ganadero. Las declaratorias de protección de áreas naturales y desarrollo forestal de la Ley Forestal se ejercitan en las tierras del patrimonio del Instituto Nacional de Desarrollo Agrario (INDA), que resulta también una especial zonificación del dominio público ecuatoriano, con las modificaciones al manejo de ese dominio establecidas en la Ley de Desarrollo Agrario. Además de las competencias que la Ley de Régimen Municipal atribuye a los municipios en el planeamiento urbano y rural de los suelos del cantón, la reforma constitucional confirma sus funciones de "[p]lanificar el desarrollo cantonal" y especialmente de "[d]eterminar en forma exclusiva el uso de los espacios, y el uso y ocupación de las áreas de asentamientos poblacionales y organizar su administración", que se complementan con la potestad municipal de los municipios de "[d]ictar las normas necesarias para el control, preservación y defensa del medio ambiente, delimitando las áreas de conservación y reserva ecológica"
.

Tanto la Ley de Régimen Municipal como la Ley de Fomento y Desarrollo Agropecuario establece a favor de los municipios y del Ministerio de Agricultura medidas coercitivas para implantar sus correspondientes planes -lo que incluye el derrocamiento de construcciones realizadas sin autorización o en contravención de los planes aprobados
. 

El Manejo de Cuencas

Las netas competencias asignadas por las normas que se vienen de citar contrastan con vagas o imprecisas alusiones a manejo de cuencas que la Ley de Aguas y la Ley de Creación del INEFÁN asignan al INERHI (CNRH) y al INEFÁN. En todo caso, estas atribuciones indicarían que un manejo o participación municipal y provincial en consorcio de cuencas hidrográficas  o, en general, el funcionamiento de los órganos operadores de cuencas propuestos por Frederiksen, tendrían que contar con aquellas dos instituciones -especialmente el INERHI (CHRH)- para el manejo de aguas.

Como se manifiesta en otro apartado, la protección de áreas que corresponde al INEFÁN y los municipios principalmente, constituye un aspecto especializado del ordenamiento de suelos.

En el caso de las potestades municipales, la Constitución reitera la atribución municipal para expropiar, reservar y controlar áreas para "hacer efectivo el derecho a la vivienda y a la conservación del medio ambiente"
.

Conforme a las normas legales vigentes se visualizan, en orden histórico, a las siguientes instituciones y cuerpos colegiados como relacionadas con manejo de cuencas hidrográficas: 1. INERHI (CNRH)
; 2. Comisión Nacional para la Protección y Manejo de Cuencas Hidrográficas (CONAPCHID)
; 3. Instituto Ecuatoriano Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre (INEFÁN)
. Otras instituciones se involucran en disposiciones legales diversas: el desaparecido Instituto Ecuatoriano de Reforma Agraria (IERAC), hoy Instituto Ecuatoriano de Desarrollo Agrario (INDA)
; el Ministerio de Agricultura y Ganadería, la Secretaría General de Planificación (SEGEPLAN); y, el Instituto Ecuatoriano de Electrificacion (INECEL). Entre los miembros del CONAPCHID se integra a representantes de los ministerios de Agricultura y Ganadería (MAG), Energía y Minas, Desarrollo Rural Integral del Ministerio de Bienestar Social, SEGEPLÁN e INERHI (CNRH). Para la coordinación de los necesarios trabajos en la cuenca del Paute -efectuados sin demasiado éxito- se estableció como una dependencia del INECEL la Unidad de Manejo de la cuenca del Río Paute (UMACPA)
.

La normativa sobre este tema, como en múltiples otros asuntos en la legislación ecuatoriana, es puramente programática expresiva de intenciones generales. Así, la Ley de Aguas dice que "para lograr las mejores disponibilidades de las aguas, el INERHI prevendrá, en lo posible, la disminución de ellas, protegiendo y desarrollando las cuencas hidrográficas y efectuando los estudios de investigación correspondientes"
, lo cual resulta vago en extremo -en realidad no constituye un mandato legal para la institución. En igual sentido son las declaratorias existentes en las leyes de creación del INEFÁN y la disposición de la derogada Ley de Reforma Agraria, que disponía que "[l]os programas de aprovechamiento de cuencas y subcuencas hidragráficas se elaborarán, en lo que respecta a la tenencia de la tierra, por el INERHI, la Dirección de Planificación del Ministerio de Agricultura (INEFÁN) y el CONADE.

Un problema es que no se define el concepto de manejo de cuenca. En su sentido técnico, conforme un documento de la FAO, el manejo de cuencas incluye por lo menos los siguientes sectores públicos institucionales: planificación económica, agrícola, forestal, suelos, riegos, agricultores, infraestructura rural. Los temas son vastos también: uso de tierras y conservación de suelos; protección de bosques y recursos naturales, hidrología e ingeniería, socioeconomía e instituciones, infraestructura y servicios. Entre estos se incluyen: transporte, vivienda, suministro de agua y energía, servicios públicos y agroindustrias. Finalmente, el documento de la FAO considera relevante para el manejo de la cuenca hidrográfica la legislación sobre los temas siguientes: agricultura y usos afines de las tierras, bosques y pastizales, desarrollo y utilización de los recursos hídricos, actividades de control de minería, conservación del medio ambiente, recreación y fauna silvestre; y legislación afín como desarrollo rural, caminos, comercialización, etc.
.

La Contaminación de las Aguas y la Conservación Del Recurso

Las atribuciones de control de la contaminación constan en la Ley de Aguas (Art. 22), mientras que en la Ley de Control y Prevención de la Contaminación expresamente se atribuye al Comité Interinstitucional de Protección Ambiental (CIPA) la expedición de "normas técnicas y regulaciones, a base de los proyectos preparados por los organismos pertinentes". La norma con los estándares técnicos sobre agua esta vigente desde 1989
. La Ley de Aguas también trae referencias a los "límites máximos de contaminación".

El control que corresponde al Ministerio de Salud se refiere a la "vigilancia técnica y sanitaria" del suministro de agua potable. Las personas o empresas que realicen suministro de agua potable deben el permiso de las autoridades de salud -se entiende permiso para abastecimiento, que no tiene nada que ver con la concesión del derecho de aprovechamiento de aguas. Las demás disposiciones del Código de la Salud sobre control de las aguas se refieren a las "excretas, aguas servidas, residuos industriales"
.

Por su parte, las competencias de la Dirección General de la Marina Mercante y del Litoral, se refiere a la "contaminación producida por hidrocarburos, en las aguas territoriales, costas y zonas de playa, así como en los ríos y vías navegables y que se encuentran bajo la jurisdicción de la Dirección de la Marina Mercante y del Litoral"
.

Finalmente, en lo atinente a las competencias del Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda, tienen su ámbito en el sector urbano, como su nombre lo índica. Esto se reitera con exactitud en su Reglamento Orgánico Funcional que le asigna la expedición de "políticas, estrategias, normas y regulaciones del desarrollo urbano, de vivienda y de saneamiento ambiental y protección del ambiente habitado"
. Por otra parte, sus funciones de "desarrollo y ordenamiento urbano, así como la atención y solución de problemas de saneamiento ambiental y protección del medio ambiente" se concretan en el ámbito de programas de construcción de viviendas a su cargo, para lo que parece apropiado que sus planes no solamente contemplen los aspectos de la construcción sino también los relacionados con "saneamiento ambiental y protección del medio ambiente". En cuanto a las competencias del desaparecido IEOS que se le atribuyen al MIDUVI, determina normas y dictamina sobre la construcción de sistemas de agua potable y alcantarillado, financiados por el Estado.

BASE LEGAL DE LOS REQUERIMIENTOS DE CAMBIOS EN LAS INSTITUCIONES Y COMPETENCIAS ADMINISTRATIVAS

Instituciones públicas involucradas en el uso, administración y manejo del recurso agua en el Ecuador y las competencias que desempeñan

Además de las nombradas entidades (CNRH, Ministerio de Salud, Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda, el Ministerio de Energía y Minas -para las aguas usadas en minería e hidrocarburos-, INEFÁN, DIGMER y los municipios), tienen competencias sobre aguas en diversos ámbitos la Subsecretaría de Recursos Pesqueros y la Dirección General de Pesca. La Superintendencias de los Terminales Petroleros tienen ingerencia en los usos de las aguas marítimas y navegables y en la determinación y sanción de la contaminación marina por hidrocarburos.

Las corporaciones regionales de desarrollo
 tienen competencias diversas, que incluyen la planificación y ejecución de obras de regadío, en su mayor parte.

La reorganización del régimen de aguas les delegó a las corporaciones regionales de desarrollo el cumplimiento de competencias determinadas que la Ley de Aguas atribuye al INERHI, principalmente la ejecución de obras de riego y el control y sanción de la contaminación de las aguas. La filosofía de la reorganización del régimen de aguas en 1994 y el Decreto Ejecutivo 2224 correspondiente también contempla la delegación de la adjudicación de aguas y la administración del manejo de las concesiones a favor de las corporaciones regionales de desarrollo. La reorganización del régimen de aguas, creó además tres corporaciones regionales de desarrollo en regiones donde estas no existían con anterioridad: CODELORO, en la provincia de El Oro; y CORSICEN y CORSINOR en la región de la Sierra central y en el norte de la Sierra. Estas corporaciones también abarcan parcialmente zonas de la Amazonía.

En relación con las incidencias ambientales que las actividades hidrocarburíferas y mineras bajo su competencia pudiera tener, cabe referirse al Ministerio de Energía y Minas y sus dependencias: Subsecretaría de Medio Ambiente, Dirección Nacional de Hidrocarburos, Dirección Nacional de Minería y las entidades autónomas adjuntas a este Ministerio: PETROECUADOR e INECEL.

Conforme a la Ley Básica de Electrificación, INECEL es una entidad autónoma que tiene competencias para la planificación, construcción y manejo de obras de infraestructura de energía hidroeléctrica, de lo que se derivan compromisos sobre el manejo de áreas donde se desarrollan tales obras. Para el área específica de la importante cuenca del Paute, INECEL estableció la Unidad de Manejo de la Cuenca del Río Paute (UMACPA).

Desde diferentes perspectivas, las aguas se encuentran dentro del ámbito de instituciones técnicas y científicas como: Instituto Nacional de Hidrología y Metereología (INAHMI), Instituto Nacional de Energía (INE), Instituto Nacional de Pesca (INP), Instituto Nacional de Oceanografía de la Armada (INOCAR) y el Centro de Levantamientos Integrados de Recursos Naturales por Sensores Remotos (CLIRSEN).

La reorganización del régimen de aguas, tantas veces mencionado, regla la coordinación necesaria del Consejo Nacional de Recursos Hídricos (CNRH) en lo referente a planificación de los usos de agua con la Secretaría General de Planificación (SEGEPLAN) del Consejo Nacional de Desarrollo (CONADE), en cumplimiento de las disposiciones constitucionales que atribuyen obligatoriedad a los planes, programas y proyectos aprobados por el CONADE.
Esquema de las Medidas Recomendadas para los Problemas Identificados en la Administración y Manejo del Recurso Agua

Las medidas recomendadas en la “Estrategia” corresponden a las diferentes áreas de los usos de agua:

1.
Tratamiento de desechos para proteger la calidad del agua. La regulación de estos servicios involucra a los órganos nacionales de aguas y del medio ambiente. Pero la operación y mantenimiento corresponde a los gobiernos seccionales, incluyendo el manejo de los desechos líquidos y sólidos, tanto domésticos como industriales.

2.
Establecimiento de estándares de calidad del agua para la protección de la salud pública y la biodiversidad. Las competencias para las pruebas y control del agua potable (con el componente de capacitación) y oficinas regionales se podría asignar a una dirección nacional dentro del Ministerio de Salud o los órganos reguladores de aguas o del medio ambiente.

3. 
Transferencia de los sistemas de riego público a los usuarios

4.
Construcción y manejo privado de instalaciones hidro-eléctricas

5.
Planificación de uso de suelos para proteger las cuencas hidrográficas y controlar la erosión.

En casos determinados, deberán identificarse las cuencas y zonas de cuencas que requieren manejarse con una o más categorías de conservación y zonificación de áreas a cargo de las municipalidades, conforme las potestades otorgadas por la Constitución, con la debida coordinación con el INEFÁN. En lo relativo a prácticas agrícolas como cultivo en pendientes y sobrepastoreo conducentes a la erosión y otros problemas, tendrán que aplicarse alguna o varias medidas disponibles como establecimiento de bosque y vegetación protectores o la implantación de alguna de las categorías de zonificación y conservación de áreas, contempladas en la ordenanza respectiva o la Ley Forestal, sin perjuicio de la aplicación de las sanciones contempladas en la Ley de Desarrollo Agrario.

6.
Creación de una institución rectora para la normativa, regulación y control de los recursos hídricos, incluyendo seguimiento, planificación y administración de los derechos de usos de las aguas

Sobre este asunto, se ha recomendado establecer un órgano rector con una orientación que tome en cuenta una amplia visión de los diferentes sectores. Al órgano regulador y planificador de aguas le atañe planificar, no solamente en el nivel nacional sino también en el nivel de cuencas y regional, a base de los insumos y propuestas de las corporaciones regionales de desarrollo, dentro del marco global de la planificación maestra del órgano regulador.

7. 
Manejo de cuencas hidrográficas

Existen aspectos del manejo regional que deben ser descentralizados, para lo cual existen las opciones de delegarlos a las corporaciones regionales de desarrollo, que deberán modificarse para abarcar el ámbito de las cuencas hidrográficas; o la creación de comités de manejo de cuencas. Las tareas a desempeñar serían de formulación de políticas de la cuenca correspondiente, planificación y supervisión general. Para la operación en el nivel local se corresponde establecer cuerpos de operación de cuencas a cargo del mantenimiento de canales, operación de instalaciones y suministro de adjudicaciones globales a favor de entidades locales.

8.
Creación de una entidad de normativa, regulación y control ambiental

Una entidad de esta índole, entre otras funciones requiere competencias para efectuar el seguimiento y aplicación y cumplimiento de las normas ambientales, tanto a nivel gubernamental como del sector privado. Los aspectos regulatorios que corresponden incluyen calidad del agua para los usuarios y las condiciones de las cuerpos de aguas, control de la contaminación y descarga de desechos sólidos y líquidos. El órgano regulador ambiental también debería determinar la normativa y estándares de los estudios de impacto ambiental, así como de biodiversidad y sustentabilidad del uso de los recursos naturales.

Opciones institucionales para el cumplimiento de los objetivos

El esquema básico institucional del Derecho Público ecuatoriano contempla dentro de la Administración Pública el Gobierno Central y el Régimen Seccional Autónomo. Los denominados organismos del Estado, que incluyen organismos de control, son cuerpos que fiscalizan y supervigilan áreas diversas de la Administración Pública, sin que por eso se consideren parte de la función judicial. El nombramiento de sus dignatarios proviene del Congreso a base de ternas presentadas por el Ejecutivo
.

La Administración Pública ecuatoriana está constituida por dependencias, entidades del Estado, y consejos de alta asesoría.

Los ministerios y secretarías de Estado y sus unidades administrativas son las dependencias del Estado. Son entidades públicas las personas jurídicas de derecho público. Pueden ser "adscritas" a un ministerio o la Presidencia de la República o ser de las llamadas "autónomas", entidades que de toda maneras se pueden  encontrar "vinculadas" a algún ministerio a través de la presidencia de sus directorios.

Todas las entidades del Estado funcionan con un directorio compuesto principalmente por ministros de Estado. En unas pocas entidades, los directorios se integran también con representantes técnicos o funcionales de la sociedad civil. La actividad principal tanto de los ministerios y secretarías de Estado, como de las entidades públicas es de ejecución de obras y desarrollo de programas de acción.

Por su actividad las entidades públicas se podrían clasificar principalmente como: 1. Manejo sectorial y ejecución obras -entre estas se incluyen las corporaciones regionales de desarrollo, con ámbitos regionales; 2. empresas públicas; y, 3. Investigación y normas. Entre estas últimas se encuentran INE, INEN, INAMHI, INOCAR, INP, etc.

Los consejos de alta asesoría del Estado y los simples consejos, son cuerpos colegiados formados por ministros de Estado, pero que pueden integrarse también con representantes funcionales de la sociedad civil. Son consejos de alta asesoría del Ejecutivo: el Consejo Nacional de Desarrollo (CONADE), la Junta Monetaria, la Junta de Defensa Nacional, el Consejo Nacional de Modernización (CONAM). Se podrían considerar simples consejos a la Comisión Interinstitucional de Protección Ambiental (CIPA), la Comisión Nacional de Recursos Costeros y la Comisión Asesora Ambiental de la Presidencia de la República. Estos consejos tienen funciones de asesoría y en algunos casos de regulación (Junta Monetaria, CIPA) y no ejecutan obras ni ejercen actividades de control. En un par de ocasiones, las secretarías de estos consejos son dependencias y entidades públicas, como el Banco Central (entidad financiera) de la Junta Monetaria o una "dirección" del extinguido IEOS de la CIPA.

El Régimen Seccional Autónomo esta compuesto por municipios y consejos provinciales. Cada cantón constituye un municipio, regido por una municipalidad, cuyo cuerpo legislativo se denomina concejo municipal. A pesar de la autonomía establecida por la Constitución, los presupuestos municipales son aprobados por la Secretaría General de Planificación del CONADE y la mayor parte de sus fondos presupuestarios provienen del presupuesto del Estado, distribuidos por el Ministerio de Finanzas. La reforma constitucional atribuye y refuerza importantes atribuciones de las municipalidades en la planificación y control del uso del suelo en el territorio del cantón, incluyendo la declaratoria de áreas protegidas y la expedición de normas ambientales, pudiendo asociarse entre sí y con los consejos provinciales en consorcios públicos para el cumplimiento de sus fines.

En este contexto, el desarrollo institucional para administración y manejo de medio ambiente y recursos naturales incluye diversas opciones propuestas por Brañes:
1. El reforzamiento de una estructura jurídico-administrativa existente

2. Creación de un órgano administrativo:

3. Un Ministerio de Estado

4. Una Secretaría u oficina en la Presidencia o en la institución planificadora –SEGEPLÁN en el Ecuador

5. Un Ministerio puramente coordinador o un cuerpo colegiado de alto nivel de formulación de políticas y control de su ejecución.

6. La combinación de algunos elemenetos de diversos modelos
.

La implementación de políticas públicas a través de la actual estructura del Estado ecuatoriano se realiza a través de nueve aspectos suficientemente identificados en un estudio del autor del presente informe, realizado para el Banco Interamericano de Desarrollo
. Los aspectos que se deben considerar para la implementación de políticas públicas conforme constan identificados en el indicado documento, son:

1. Objeto de la gestión

2. Políticas, planificación y financiamiento

3. Normativa legal

4. Estructura jurídica e institucional

5. Competencias

6. Administración, manejo y operación

7. Normativa administrativa y regulación

8. Seguimiento y control

9. Sanción y jurisdicción

Resulta importante subrayar que la aplicación conjunta de todos estos elementos es necesaria para la debida implementación de cualquier política pública. No obstante lo cual, no siempre es posible o necesario aplicar la totalidad de los indicados elementos. También es necesario notar que es es imposible que una sola institución maneje la totalidad de estos factores y que resulta usual que para la implementación de una misma política pública sean diferentes instituciones las que ejecutan los diferentes elementos.

En lo que interesa para el presente informe, hay que distinguir los que es políticas y planificación de lo que es normativa legal. También cabe considerar como elementos separados la normativa administrativa y regulación, que son diferentes que el seguimiento
 y control, aunque por supuesto pueden desarrollarse y ejecutarse por instituciones separadas. El ejemplo de la Junta Monetaria, que se cita en otra parte de este informe, destaca una institución que solamente "regula", sin ejercer directamente el control, que se encarga a otros organismos del Estado.

Las propuestas institucionales de los proyectos de Ley de Aguas.- Las propuestas contenidas en tres proyectos de Ley de Aguas no se diferencian demasiado en su enfoque institucional. Los proyectos se originan en las siguientes unidades: 1. programa sectorial agropecuario del Ministerio de Agricultura y Ganadería; 2. CNRH; y. Confederación Nacional de Comunidades Indígenas (CONAIE). Los tres proyectos conservan la existencia de un Consejo Nacional de Recursos Hídricos (CNRH), con una jurisdicción adjunta sobre conflictos de usos de aguas y entre usuarios. Todos los proyectos descartan la posibilidad de descentralización a través de las corporaciones regionales de desarrollo, re-centralizando el manejo y operación ambiental, que el régimen institucional de aguas de 1994 había descentralizado a la corporaciones regionales de desarrollo. Tampoco contemplan esquemas para la construcción de sistemas de construcción de infraestructura de usos de agua por parte de usuarios e inversionistas privados y la consiguiente recuperación de las inversiones.

Las propuestas institucionales discutidas en la Estrategia.- Las alternativas que se han discutivo para afrontar los problemas percibidos en el manejo de aguas en el Ecuador son principalmente dos -un ministerio de aguas y una subsecretaría o dirección al interior de un Ministerio de medio ambiente y recursos naturales renovables o de recursos naturales exclusivamente -a lo que debería de añadirse una tercera opción: conservar el actual sistema, reforzándolo -que es el enfoque de los proyectos de ley estudiados.

Ministerio

Tanto la propuesta del Ministerio de Aguas como la propuesta del Ministerio de Medio Ambiente y de Recursos Naturales, contemplan como complemento necesario la existencia de una institución de control ambiental con atribuciones reguladoras en "todas las funciones regulatorias de desechos sólidos y líquidos y calidad del agua (así como otras áreas como aire, ruidos, etc)" y transferir tales competencias existente en otras instituciones públicas a esa entidad. Esta propuesta de creación de un órgano regulador ambiental requiere de la expedición de la Ley de Medio Ambiente que se ha presentado al Congreso Nacional, para lo cual debe modificarse su contenido.

INAHMI debería pasar al Ministerrio que se crea. Otras dos "direcciones nacionales" serían: "Planificación sectorial y revisión" y "Regulación de saneamiento y administración de derechos de aguas".

Las funciones que se proponen para un Ministerio, son las siguientes:

1)
Planificación de recursos hídricos, cuencas hidrográficas y proyectos de usos múltiples;

2)
Manejo del recurso hídrico y de proyectos de recursos hídricos.

3) Regulación de la administración de los derechos de aprovechamiento de aguas y la seguridad de las instalaciones
.

La propuesta de creación de un Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales incluye direcciones de: 1. Manejo de tierras y silvicultura (manejo de cuencas); 2. Manejo de biodiversidad (cabe observar que estas dos "direcciones" ejercerían básicamente las funciones que corresponden al INEFÁN); 3. Manejo de Recursos Costeros, principalmente recursos pesqueros -que deben mantener su sede en Guayaquil; 4. Manejo de información e investigaciones (recursos hídricos); y, 5. Manejo de recursos hídricos -coordinación y licencia (planificación, regulación y protección del ambiente).

Consejo reforzado

No se descarta la opción de combinar la estructura del Ministerio con una Comisión Nacional de Recursos Hídricos reforzada, en los términos siguientes.


Consejo de alto nivel, segregándolo del Ministerio de Agricultura, afirmando su autonomía


Presidencia del Consejo de un representante del Presidente de la República o nombrado por el Presidente de uno de los ministros miembros


Se establecerá que la participación de las instituciones miembros del Consejo comprometen con su voto su obligación de implantar al interior de sus organizaciones las decisiones aprobadas por la mayoría de los miembros del Consejo.

Requerimientos de nuevo órgano respecto otras instituciones.- Mecanismos que requiere el nuevo órgano en relación a sus funciones de regulación, normativa y control de actividades públicas. Estos mecanismos se deberán introducir tanto en la opción de ministerio como en la de Consejo reforzado, o en la opción mixta. Se requiere atribuir la necesaria vinculación con los planes y financiamientos de las instituciones públicas que tendrían que cumplir las regulaciones:


Relación con la Secretaría General de Planificación (SEGEPLÁN) del CONADE y con el Ministerio de Finanzas. Encajar planes de recursos hídricos en planes de desarrollo y presupuestos institucionales


Introducir en convenios internacionales de préstamos relacionados con recursos hídricos referencia necesario sometimiento a normativa y regulación del órgano de aguas incluyendo estándares técnicos.


En los préstamos internos, el Banco de Desarrollo deberá introducir cláusulas apropiadas sobre necesario sometimiento a normativa y regulación del órgano de aguas, incluyendo estándares técnicos.

· Para préstamos externos e internos, los contratos de obras resultantes deberán introducir las cláusulas apropiadas, el control de cuyo cumplimiento corresponde a la Contraloría General del Estado.

Otros temas institucionales.- El esquema institucional que se desarrolle tendrá que incluir adicionalmente los temas siguientes:


Regulación necesaria para aplicar la Ley de Modernización para la concesión de obra pública y de servicio público, incluyendo la recuperación de las inversiones, en la construcción de infraestructura de aprovechamiento de aguas.

· Regulación de transferencia de sistemas a los usuarios, que necesariamente incluye traspaso del derecho de aprovechamiento de aguas.

Legislación aplicable para la reestructuración de instituciones, reasignación de competencias y atribución de nuevas competencias.

Discusión de enfoques administrativos y legislativos

Conforme a lo establecido por la Constitución, [e]l número y denominación de los ministerios serán determinados por el Presidente de la República, en relación con las necesidades del Estado" (Art. 111). Lo que significa que esta potestad forma parte de lo que se llama en la doctrina el "ámbito del Ejecutivo", donde no le corresponde intervenir al Congreso Nacional.

Asimismo, resulta del ámbito del Ejecutivo, conforme al Art. 103, e) de la Constitución, expedir el "estatuto jurídico y administrativo dictado por el Presidente de la República". Sobre este estatuto se pronuncia la Ley de Modernización, en efecto reglamentando su alcance y contenido, al determinar que en este instrumento regula el Ejecutivo "en forma exclusiva" la "estructura, funcionamiento y procedimientos de todas sus dependencias y órganos administrativos" (Art. 40 de la Ley de Modernización).

El Art. 40 de la Ley de Modernización va dentro de la tendencia política y constitucional ecuatoriana de asignar al ámbito del Ejecutivo en forma creciente el manejo de la función administrativa. Se comentó en parágrafos anteriores cómo la Constitución vigente sustrae del ámbito del Congreso la determinación del número y conformación de los ministerios y asigna esta determinación a la potestad del Presidente de la República. El Ejecutivo, en el Ecuador, regula en forma exclusiva la "estructura, funcionamiento y procedimientos" de las "dependencias y órganos administrativos", porque esto viene a complementar las atribuciones que ya tiene en este campo el Presidente de la República. Estas potestades comprenden la posibilidad de "fusionar, reorganizar y suprimir" entidades públicas" (Art. 17 de la Ley de Modernización).

Esto se complementa con lo dispuesto en el Art. 42, a) que define la potestad del Ejecutivo para la "reestructuracción administrativa y reforma financiera" de las instituciones públicas como incluyendo "la reforma de sus directorios, cambio de adscripción, nombre y ejercicio de competencias", con las limitaciones establecidas en el Art. 17 2 de la Ley de Modernización que excluye de estos cambios a las entidades consideradas autónomas por el Art. 76 de la Constitución, más otras enumeradas en el mismo Art. 17 de la Ley de Modernización.  Por supuesto que sí es posible modificar las competencias y funciones de las corporaciones regionales de desarrollo como producto de la reasignación de funciones y recursos, en aplicación de lo que dispone el Art. 7 de la misma Ley de Modernización.

Conforme al Art. 1 de la Ley de Modernización, su finalidad es la regulación de cuatro acciones epecíficas:


Racionalización administrativa; 


Descentralización y desconcentración;


Prestación de servicios públicos por los particulares; y,

· Enajenación de empresas y compañías públicas y mixtas.

La Ley de Modernización alude a la racionalización y la eficiencia administrativa. Para Drucker, la "[e]ficacia es la base del éxito, mientras la eficiencia es la condición mínima de supervivencia después que se ha conseguido el éxito. La eficiencia tiene que ver con hacer bien las cosas. Eficacia es hacer las cosas correctas"
.

El segundo aspecto que se regula en este Art. 1 de la Ley de Modernización sobre el objeto de la Ley es el de la descentralización y la desconcentración. La transferencia de "atribuciones, funciones y recursos" a entidades locales o regionales de que trata este Art. 7 son también acciones de descentralización. Las "entidades locales" a que se refiere este Art. 7 son las municipalidades y los consejos provinciales y las corporaciones regionales de desarrollo.

Implementación jurídica del esquema propuesto

Las operaciones necesarias para implementar e instrumentar las recomendaciones de la Estrategia, relevan de mecanismos legales y administrativos que se describen en este apartado.

Reforma a la Ley de Aguas

Los principales temas que se han discutido en este informe, que se deberían reflejar en las reformas a la Ley de Aguas son: marco de la regulación y manejo de la concesión del derecho de aprovechamiento de aguas; alternativas para la descentralización del manejo y operación del recurso; mecanismos para la construcción de infraestructura y sistemas de aprovechamiento de aguas por los usuarios y los inversionistas y la recuperación de las inversiones;

En general, resulta necesario que el texto de la Ley de Aguas concuerde con los objetivos y proyección de las recomendaciones de la Estrategia y con los lineamientos institucionales que se desarrollan en este apartado.

INSTRUMENTO: 
Ley de Aguas
STATUS:

Existen por lo menos cuatro proyectos de Ley de Aguas -introducir reformas en sentido sugerido
ACCIÓN NECESARIA: 
Discusión de los contenidos en el sentido recomendado y aprobación de la Ley de Aguas
Entidad reguladora ambiental

Existe un proyecto de Ley de Medio Ambiente en el Congreso que se debería modificar para cumplir adecuadamente su cometido. La principal observación al marco legal propuesto por el indicado proyecto es la necesidad de que la "auditoría ambiental" que se establece ahí tenga alguna vinculación con el Ejecutivo, sin perder su necesaria independencia, a través de su nombramiento de una terna propuesta por el Presidente de la República, como es el caso en las demás instancias de control señaladas en la Constitución.

Apropiadamente, la organización propuesta en el indicado proyecto de ley, para la regulación ambiental establece el requerimiento de normas y estándares de la calidad ambiental para los recursos naturales, incluyendo el agua; para el tratamiento de desechos sólidos y líquidos así como los lineamientos a que se deben someter los estudios de impacto ambiental.

INSTRUMENTO: 
Ley de Medio Ambiente
STATUS: 

redactado -introducir reformas en sentido sugerido
ACCIÓN NECESARIA: 
Expedición de la Ley de Medio Ambiente
Creación de órgano de regulación y control de recursos hídricos

Alternativas institucionales
Las alternativas para la creación del órgano son:

Ministerio de Recursos Hídricos

Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales

Reforzamiento del Consejo Nacional de Recursos Hídricos (CNRH)

CNRH reforzado al interior de un Ministerio de Medio Ambiente o de Recursos Hídricos.

Las funciones de los ministerios y el reforzamiento del Consejo se han descrito en el apartado correspondiente a "las propuestas institucionales discutidas en la estrategia".

INSTRUMENTO:
Decreto Ejecutivo de creación de órgano regulador de aguas, que incluye legislación delegada, en las materias regidas por ley
STATUS: 

redactar capítulo "esquema institucional" de Decreto Ejecutivo, conforme contenido sugerido
ACCIÓN NECESARIA: 
redacción, consulta y expedición de Decreto Ejecutivo -con rango de Ley delegada en los aspectos que implican competencias establecidas en normas legales. 
Reforzamiento del CNRH

El reforzamiento del CNRH implica introducir competencias adicionales de este Consejo en las leyes que rigen el funcionamiento de la Secretaría General de Planificación (SEGEPLÁN), el Banco del Estado y la unidad administrativa del Ministerio de Finanzas que maneja los créditos externos. También hay que formalizar en el interior de las instituciones miembros del CNRH, el requerimiento de implementar en sus áreas de competencia, los compromisos asumidos en el CNRH.

INSTRUMENTO: 
Decreto Ejecutivo de creación de órgano regulador de aguas, que incluye legislación delegada, en las materias regidas por ley
STATUS: 

redactar capítulo "CNRH" de Decreto Ejecutivo, conforme contenido sugerido
ACCIÓN NECESARIA: 
redacción, consulta y expedición de Decreto Ejecutivo -con rango de Ley delegada en los aspectos que implican competencias establecidas en normas legales.
Transferencia de sistemas de riego públicos a los usuarios

Contempla marco de la transferencia de los sistemas de riego públicos a los usuarios y la liquidación de los saldos de inversiones públicas realizadas, opciones de manejo por parte de las organizaciones de usuarios y traspaso de los derechos de agua correspondientes.

INSTRUMENTO: 
Decreto Ejecutivo de creación de órgano regulador de aguas, que incluye legislación delegada, en las materias regidas por ley
STATUS: 

redactar capítulo "marco de transferencia de sistemas de riego a los usuarios" de Decreto Ejecutivo, conforme contenido sugerido
ACCIÓN NECESARIA: 
redacción, consulta y expedición de Decreto Ejecutivo -con rango de Ley delegada en los aspectos que implican competencias establecidas en normas legales.
Planificación de manejo de uso de suelos - proteger cuencas y controlar erosión

Implementar disposiciones de la Ley de Desarrollo Agrario sobre plan de uso, manejo y zonificación de suelos y su reglamento, a cargo del Ministerio de Agricultura y Ganadería, con transferencia de competencias respectivas sobre manejo de suelos al Ministerio de Medio Ambiente o de Aguas, que se cree. Se deben instrumentar las disposiciones que delegan la planificación regional a las corporaciones regionales de desarrollo. Su aplicación debe enfatizar la protección de las cuencas hidrográficas y el control de la erosión, conjuntamente con las normas pertinentes de la Ley de Desarrollo Agrario y la Ley Forestal, de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre.
INSTRUMENTO: 
Decreto Ejecutivo de creación de órgano regulador de aguas, que incluye legislación delegada, en las materias regidas por ley
STATUS: 

redactar capítulo "planificación del manejo y zonificación de suelos" de Decreto Ejecutivo, conforme contenido sugerido

ACCIÓN NECESARIA: 
redacción, consulta y expedición de Decreto Ejecutivo -con rango de Ley delegada en los aspectos que implican competencias establecidas en normas legales.
Manejo de cuencas hidrográficas

Instrumentar competencias de la corporaciones regionales de desarrollo, con el apoyo de consorcios regionales y consejos operativos de cuenca, en lo procedente, para manejar como competencia exclusiva y como delegados, funciones y atribuciones relacionados con el manejo y operación de los recursos hídricos, incluyendo conservacion y calidad del agua. La regulación, normativa y control permanecen a cargo del órgano regulador -Ministerio y CNRH.

INSTRUMENTO: 
Decreto Ejecutivo de creación de órgano regulador de aguas, que incluye legislación delegada, en las materias regidas por ley
STATUS: 

redactar capítulo "competencias de las corporaciones regionales de desarrollo y de las organizaciones de operación de cuencas" de Decreto Ejecutivo, conforme contenido sugerido
ACCIÓN NECESARIA: 
redacción, consulta y expedición de Decreto Ejecutivo -con rango de Ley delegada en los aspectos que implican competencias establecidas en normas legales.
Construcción de sistemas de infraestructura por cuenta de usuarios e inversionistas y recuperación de las inversiones

Diseño de esquema de sistema de concesiones de construcción de obra pública y de servicios públicos, a base de la Ley de Modernización, que permita la construcción de infraestructura de usos de aguas y garantice la recuperación de las inversiones.

INSTRUMENTO: 
Reforma a Reglamento de la Ley de Modernización, por medio de Decreto Ejecutivo.
STATUS: 

Añadir capítulo de sistema de concesiones de construcción de obra pública y de servicios públicos para construcción de infraestructura de usos de aguas y garantice la recuperación de las inversiones.
ACCIÓN NECESARIA: 
redacción, consulta y expedición de reforma al Reglamento de la Ley de Modernización por Decreto Ejecutivo.

Administración del recurso hídrico

Determinar lineamientos del manejo de la concesión del derecho de aprovechamiento de aguas, incluyendo condiciones de su transferencia. Marco de descentralización de sus aspectos operativos y requerimientos de regulación y normativa centralizada.

INSTRUMENTO: 
Reforma a Reglamento de Ley de Aguas vigente, por medio de Decreto Ejecutivo.
STATUS: 

redactar capítulo de lineamientos del manejo de concesión del derecho de aprovechamiento de aguas de proyecto de Decreto Ejecutivo, conforme contenido sugerido.
ACCIÓN NECESARIA: 
redacción, consulta y expedición de reforma al Reglamento de la Ley de Aguas por Decreto Ejecutivo.
Quito, 8 de agosto de 1996

ANEXO I. DIAGNÓSTICO SOBRE LA NORMATIVA JURÍDICA E INSTITUCIONAL DE USOS DE AGUAS EN EL ECUADOR

INTRODUCCIÓN

El presente diagnóstico sobre la "Normativa Jurídica e institucional de usos de aguas en el Ecuador" se desarrolla según el siguiente plan:

1. Competencias en el uso, manejo y concesión de aguas: instituciones y normativa jurídica aplicable;

2. Análisis y discusión de alternativas institucionales;

3. El "derecho de aprovechamiento de aguas": su concesión, uso, transferencia y extinción;

4. Las obras hidráulicas y el manejo de sistemas de riego;

5. Enfoque jurídico sectorial de aguas: poblaciones y riego, energía y usos industriales y recreacionales;

6. Conclusión.

Competencias en el Uso, Manejo y Concesión de Aguas: Instituciones y Normativa Jurídica Aplicable

Antecedentes

En 1994 se produjeron importantes transformaciones del régimen administrativo de aguas en el Ecuador. Esto incluyó, entre otras cosas, la supresión del Instituto Ecuatoriano de Recursos Hídricos (INERHI), la transferencia de ciertas competencias a las corporaciones, la creación del Consejo Superior de Recursos Hídricos (CNRH), además de las modificaciones en el derecho de aprovechamiento de aguas constantes en la Ley de Desarrollo Agrario, principalmente en lo relativo al concepto de "concesión del derecho de aprovechamiento de aguas", la transferencia automática de este derecho con la transferencia de la tierra y la inscripción de la concesión en el Registro de la Propiedad.

Estas importantes transformaciones, sin embargo, dejaron intacto el esquema constante en la Ley de Aguas que data de 1972, es decir de hace veinticuatro años. Tampoco se ha modificado en el país el fondo de las competencias en el manejo sectorial de aguas, a cargo de otras instituciones públicas. En el lapso comprendido entre 1994 y la presente fecha se han formulado por lo menos tres proyectos de "Ley de Aguas" que modifican de diversas maneras los lineamientos existentes. Sobre estos proyectos se hará referencia en otro punto del presente informe.

Normativa legal

Usualmente, la legislación se expide en forma irregular, con la finalidad de afrontar problemas específicos o de un sector, no siempre tomando en cuenta la normativa existente en otros sectores. En el caso de los recursos naturales y del medio ambiente este resulta siempre ser el caso. En efecto, los recursos naturales, especialmente los renovables, son parte de las actividades de desarrollo, que tienen complejas interrelaciones. La temática jurídica del manejo de recursos, su conservación y uso sustentable puede aparecer compleja, pero se somete a las tradicionales normas de interpretación, de modo que jamás es correcta la afirmación de que las leyes son "dispersas, confusas y contradictorias". Esto es imposible desde el punto de vista técnico jurídico, aunque sí puede ser una adecuada descripción para quienes ignoran la legislación y la técnica jurídica de la interpretación de la ley. Algunas de estas normas se encuentran en los Arts. 7 y 18 del Código Civil, pero la filosofía del derecho ha desarrollado profundas reflexiones sobre el tema en las últimas décadas. Algunas de las indicadas normas son tan elementales como: La ley posterior prevalece sobre la anterior y la ley especial prevalece sobre la general.

En el caso específico del agua, como en muchas otras materias, existen infinidad de normas que se han expedido y que están vigentes, produciendo confusiones a veces, especialmente en el campo de las competencias institucionales. No obstante, debe afirmarse enfáticamente que la normativa legal y competencias institucionales son suficientemente claras, como se desarrolla en el presente apartado. Cuando no proviene del desconocimiento de la ley, la alusion a supuestas contradicciones y superposiciones resulta una excusa para la inoperancia burocrática. Sobre este tema, ver más adelante los ejemplos de competencias institucionales y de competencias en la asignación de derechos de aprovechamiento de aguas.

La legislación básica de aguas en el Ecuador está contenida en las disposiciones pertinentes del Código Civil, la Ley de Creación del INERHI y la Ley de Aguas. Esta normativa de índole general se complementa con lo dispuesto en el Código de Policía Marítima, la Ley de Terminales Petroleros, Ley General de Puertos y la Ley de Pesca; estas últimas normas principalmente relacionadas con las aguas marinas. Un importante sector del manejo del agua en el Ecuador está relacionado con el agua potable y alcantarillado, con institucionalidad y legislación propia, que se encargaron al Instituto Ecuatoriano de Obras Sanitarias, que fue suprimido y cuyas competencias se trasladaron al Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda. La Ley de Régimen Municipal contiene disposiciones que regulan la administración del agua potable y alcantarillado a cargo de las municipalidades, tareas generalmente encargadas a empresas municipales de agua potable y alcantarillado. Las competencias municipales en lo concerniente al manejo de reservas ecológicas y ordenamiento ambiental fueron creadas por las modificaciones constitucionales de 1996. El Ecuador ha ratificado un cierto número de instrumentos internacionales que conciernen al tema aguas, instrumentos que ostentan la categoría de leyes y se encuentran vigentes con el mismo rango que aquellas: Convenio de Ramsar, Convenio sobre la Diversidad Biológica. La "Agenda 21" es instrumento suscrito por Ecuador en Río de Janeiro en 1992, con rango de "norma blanda", sin fuerza obligatoria, pero con importantes elementos para la determinación de políticas sobre aguas. En fin, existe un extenso numero de normas reglamentarias sobre el tema, incluyendo la cuestión ambiental.

Marco institucional

Además de las nombradas entidades (INERHI, ex-IEOS y los municipios), tienen competencias sobre aguas en diversos ámbitos la Subsecretaría de Recursos Pesqueros, la Dirección General de Pesca y el Ministerio de Salud. La Dirección General de la Marina Mercante y del Litoral y Superintendencias de los Terminales Petroleros tienen ingerencia en los usos de las aguas marítimas y navegables y en la determinación y sanción de la contaminación marina por hidrocarburos. Las corporaciones regionales de desarrollo
 tienen competencias diversas, que incluyen la planificación y ejecución de obras de regadío, en su mayor parte. La reorganización del régimen de aguas les delegó el cumplimiento de competencias determinadas que la Ley de Aguas atribuye al INERHI, principalmente la ejecución de obras de riego y el control y sanción de la contaminación de las aguas. La filosofía de la reorganización del régimen de aguas en 1994 y el Decreto Ejecutivo 2224 correspondiente también contempla la delegación de la adjudicación de aguas y la administración del manejo de las concesiones a favor de las corporaciones regionales de desarrollo. La reorganización del régimen de aguas, creó además tres corporaciones regionales de desarrollo en regiones donde estas no existían con anterioridad: CODELORO, en la provincia de El Oro; y CORSICEN y CORSINOR en la región de la Sierra central y en el norte de la Sierra. Estas corporaciones también abarcan parcialmente zonas de la amazonía. Además de las competencias generales sobre cuencas hidrográficas atribuidas por la Ley de Aguas al INERHI, la Ley de Creación del INEFÁN atribuye a este instituto también competencias generales sobre manejo de las cuencas hidrográficas en el Ecuador. Además, resulta clara su competencia sobre usos determinados de las aguas y sanciones en el interior de las áreas protegidas, patrimonio forestal del Estado y bosques protectores públicos y privados. Eventualmente se tendrán que definir los alcances de la competencia y regulaciones del INEFÁN sobre las llamadas tierras silvestres y áreas marginales para la agricultura y la ganadería, introducidas a su patrimonio por la Ley de Creación del INEFÁN. Los "humedales" son una vasta superficie en el Ecuador, sometida a regulaciones del Convenio de Ramsar, que en el Ecuador atribuye ciertas facultades en estos hábitats al INEFÁN, aunque tales humedales no constituyen formalmente parte del patrimonio de áreas protegidas del Estado. En relación con las incidencias ambientales que las actividades bajo su competencia pudiera tener, cabe hacer referencia al Ministerio de Energía y Minas y sus dependencias: Subsecretaría de Medio Ambiente, Dirección Nacional de Hidrocarburos, Dirección Nacional de Minería y las entidades autónomas adjuntas a este Ministerio: PETROECUADOR e INECEL. Conforme a la Ley Básica de Electrificación, esta entidad autónoma tiene competencias para la planificación, construcción y manejo de obras de infraestructura de energía hidroeléctrica, de lo que se derivan compromisos sobre el manejo de áreas donde se desarrollan tales obras. Esto determinó las atribuciones que se le conceden en la creación de la Comisión Nacional para la Protección y Manejo de las Cuencas Hidrográficas (CONAPCHID)
. Para el área específica de la importante cuenca del Paute, INECEL estableció la Unidad de Manejo de la Cuenca del Río Paute (UMACPA). Desde diferentes perspectivas, las aguas se encuentran dentro del ámbito de instituciones técnicas y científicas como: Instituto Nacional de Hidrología y Metereología (INAHMI), Instituto Nacional de Energía (INE), Instituto Nacional de Pesca (INP), Instituto Nacional de Oceanografía de la Armada (INOCAR) y CLIRSEN. La reorganización del régimen de aguas, tantas veces mencionado, regla la coordinación necesaria del Consejo Nacional de Recursos Hídricos (CNRH) en lo referente a planificación de los usos de agua con el Consejo Nacional de Desarrollo (CONADE), en cumplimiento de las disposiciones constitucionales que atribuyen obligatoriedad a los planes, programas y proyectos aprobados por el CONADE. El Programa de Manejo de Recursos Costeros, como dependencia de la Secretaría General de la Administración tiene competencias determinadas para la formulación de insumos para el planeamiento que corresponde al CONADE en temas relacionados con aguas continentales y marinas de la zona costera, entre otros, sin que hasta ahora la asimilación visualizada se haya instrumentado.

Específicamente, las supuestas superposiciones institucionales entre la Comisión Asesora de la Presidencia de la República (CAAM), INERHI, CNRH, corporaciones, Ministerio de Desarrollo Urbano, Comité Interinstitucional de Protección Ambiental (CIPA), Dirección General de la Marina Mercante y del Litoral y Ministerio de Salud se resuelven en forma simplificada en este parágrafo.

En primer lugar cabe descartar de la supuesta superposición a la Comisión Asesora de la Presidencia de la República (CAAM), porque esta, con funciones asesoras exclusivamente, no tiene según su norma constitutiva ninguna otra atribución que pueda "superponerse" con las demás instituciones nombradas.

En el caso de las corporaciones, el caso especial del CEDEGÉ que se menciona con frecuencia, proviene de la ley que específicamente le atribuye en la cuenca del Guayas algunas de las competencias que la Ley de Aguas contempla para el INERHI, incluyendo la asignación de usos de agua y cobro por los derechos correspondientes. Para las demás corporaciones, incluyendo también a CEDEGÉ mismo, el Decreto de creación del CNRH les confiere funciones de control de la contaminación en sus ámbitos respectivos.

Estas atribuciones de control de la contaminación constan en la Ley de Aguas (Art. 22), mientras que en la Ley de Control y Prevención de la Contaminación expresamente se atribuye al Comité Interministerial de Protección Ambiental (CIPA) la expedición de "normas técnicas y regulaciones, a base de los proyectos preparados por los organismos pertinentes". La norma correspondiente sobre agua esta vigente desde 1989
. Podrían causar alguna confusión las referencias a los "límites máximos de contaminación" y la "supervisión" conjunta del INERHI con el Ministerio de Salud de "plantas de tratamiento de aguas contaminadas" que parecería que contradicen a lo especificado por la Ley de Prevención y Control de la Contaminación y el Código de la Salud. La simple lectura de esas disposiciones permite apreciar que no existe ninguna contradicción ni superposición, pero si tal fuera el caso, basta recordar que un simple reglamento no puede estar por encima de una Ley
 y cualquier aparente contradicción se resuelve aplicando lo que consta en la ley, descartando lo que disponga el reglamento que la contradiga. El control que corresponde al Ministerio de Salud se refiere a la "vigilancia técnica y sanitaria" del suministro de agua potable. Las personas o empresas que realicen suministro de agua potable deben el permiso de las autoridades de salud -se entiende permiso para abastecimiento, que no tiene nada que ver con la concesión del derecho de aprovechamiento de aguas. Las demás disposiciones del Código de la Salud sobre control de las aguas se refieren a las "excretas, aguas servidas, residuos industriales"
. Esto resulta suficientemente claro, de modo que de ningún modo se podría afirmar que se superpone o contradice las competencias del INERHI sobre control de la contaminación de las aguas. Por su parte, las competencias de la Dirección General de la Marina Mercante y del Litoral, se refiere a la "contaminación producida por hidrocarburos, producidos por hidrocarburos, en las aguas territoriales, costas y zonas de playa, así como en los ríos y vías navegables y que se encuentran bajo la jurisdicción de la Dirección de la Marina Mercante y del Litoral"
. En estos dos casos, de las competencias del Ministerio de Salud y comisarías de salud en el agua potable y las plantas industriales y de la Marina en la contaminación marina por hidrocarburos, se justifica que aquellos que están controlando el resto de los aspectos de salud y de navegación, controlen también la contaminación que se pueda producir en esos mismos procesos, en vez de duplicar esas tareas con la necesaria presencia de otro inspector. En todo caso, tal arreglo puede o no parecer adecuado, pero en ningún caso se puede decir correctamente que constituye una "superposición" institucional cuando las competencias están claramente establecidas.

Finalmente, en lo atinente a las competencias del Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda, tienen su ámbito en el sector urbano, como su nombre lo índica. Esto se reitera con exactitud en su Reglamento Orgánico Funcional que le asigna la expedición de "políticas, estrategias, normas y regulaciones del desarrollo urbano, de vivienda y de saneamiento ambiental y protección del ambiente habitado"
. Por otra parte, sus funciones de "desarrollo y ordenamiento urbano, así como la atención y solución de problemas de saneamiento ambiental y protección del medio ambiente" se concretan en el ámbito de programas de construcción de viviendas a su cargo, para lo que parece apropiado que sus planes no solamente contemplen los aspectos de la construcción sino también los relacionados con "saneamiento ambiental y protección del medio ambiente". En cuanto a las competencias del desaparecido IEOS que se le atribuyen al MIDUVI, determina normas y dictamina sobre la construcción de sistemas de agua potable y alcantarillado, financiados por el Estado. En este caso, tampoco se visualiza una "superposición" con las demás instituciones nombradas.

Análisis y discusión de opciones institucionales

Introducción

 En este rubro sobre opciones institucionales cabe discutir los siguientes temas:

1. Organización institucional que contempla la Ley de Aguas

2. Reforma del "Régimen de Aguas del Ecuador"

3. Cuál es el problema que se contempla, que podría afrontarse con una reforma institucional?

4. Alternativas institucionales existentes en el contexto del Derecho Público ecuatoriano

5. Los elementos de la gestión pública del desarrollo sustentable

6. Los esquemas institucionales propuestos por los proyectos de Ley de Aguas

7. Las alternativas institucionales que surgen de los estudios para una Estrategia de Manejo de Recursos Hídricos en el Ecuador, a cargo de la Unidad Ejecutora de Proyectos

8. Conclusión

Organización institucional que contempla la Ley de Aguas

La Ley de Aguas se basa institucionalmente en la creación del Instituto Nacional de Recursos Hídricos (INERHI). Entre ambas leyes asignan al INERHI competencias para:

1. Formulación de políticas hídricas

2. Formulación de planificación de recursos hídricos

3. Asignación de derechos de aprovechamiento de aguas

4. Construcción y administración de sistemas de riego y drenaje

5. Control y sanción de conservación ambiental del recurso agua

6. Jurisdicción para resolver en conflictos entre usuarios

7. Aplicación de sanción por infracciones de la Ley.

Diferentes diagnósticos sobre las actividades realizadas por el INERHI coinciden en afirmar que sus esfuerzos principales se contrajeron a la construcción de sistemas de riego y drenaje, en detrimento de sus demás atribuciones.

En otra parte de este informe se detallan las actividades que corresponden a otras instituciones públicas ecuatorianas en elementos varios de la administración de aguas en el Ecuador.

Reforma del "Régimen de Aguas del Ecuador"

En el año 1994 se reformó el marco institucional descrito, establecido por las leyes de creación del INERHI y de Aguas. Las normas jurídicas correspondientes introdujeron alternativas de descentralización y modernización del régimen de aguas en el Ecuador. Para el efecto se estableció el siguiente desglose de las actividades que ejercía INERHI, descritas en el rubro anterior:

1. Políticas, planificación, regulación, estándares para la aprobación de proyectos, concesión de derechos de aprovechamiento, jurisdicción y sanción: Consejo Nacional de Recursos Hídricos

2. Jurisdicción sobre conflictos de usos de aguas: agencias de aguas y en apelación el Consejo Consultivo de Aguas, contemplados en la Ley de Aguas, que se conservan con dependencias de la Secretaría del CNRH

3. Construcción de sistemas: Corporaciones Regionales de Desarrollo o usuarios

4. Control de la conservación ambiental y sanción para las infracciones correspondientes: Corporaciones Regionales de 

5. Desarrollo

6. Administración de sistemas de riego: usuarios

Este marco también contempla la posibilidad de descentralizar adicionales funciones a las corporaciones regionales de desarrollo, entre las que se puede mencionar el área de concesiones de derechos de aprovechamiento de aguas, sin perjuicio de otras más, como la de resolución de conflictos en primera instancia.

Cuál es el problema que se contempla, que podría afrontarse con una reforma institucional?

Los problemas institucionales visualizados con anterioridad a la reforma del régimen institucional de aguas eran: 1. Sesgo agrario -riego- en el manejo de aguas, y la consiguiente falta de manejo de los otros sectores -energía, etc.; 2. Énfasis en la construcción de infraestructura con plazos y costos excesivos; con situaciones asociadas de: a) asignación ineficiente de recursos para infraestructura; y b) Insuficiente recuperación de las inversiones; 3) Falta de control ambiental; 4) Inexistencia de planificación y formulación de políticas.

Estos problemas se intentaron afrontar con la reforma del régimen institucional de aguas. A la fecha la descentralización se ha producido parcialmente, por falta de fortalecimiento de las corporaciones regionales de desarrollo, que no han asumido los roles asignados. Tampoco estarían a la fecha posibilitadas para asumir adicionales responsabilidades como la adjudicación de los derechos de aguas y la resolución de controversias en la primera instancia. Básicamente el problema es que no se ha dado una asignación adicional de recursos de parte del Presupuesto del Estado para cubrir el incremento de los gastos correspondientes.

Los proyectos de ley que se discuten en otro apartado de este informe, no proponen enfoques institucionales diversos que los vigentes. Cabe notar, no obstante, que los proyectos consultados no permiten la opción de delegar a las corporaciones competencias en la adjudicación de la concesión del derecho de aprovechamiento de aguas ni en la aplicación de sanciones en primera instancia. En cambio, inusitadamente, se refuerzan con excesivo detalle los ámbitos de las agencias de aguas, lo que dificultaría eventuales modificaciones que podrían parecer oportunas; por ejemplo, para reestructurar el manejo bajo un enfoque de administración de cuencas, en lo que ahora se maneja a base de una división política.

Alternativas institucionales del Poder Ejecutivo existentes en el contexto del Derecho Público ecuatoriano

El esquema básico institucional del Derecho Público ecuatoriano contempla dentro de la Función Ejecutiva el Gobierno Central y el Régimen Seccional Autónomo. Los denominados organismos del Estado, que incluyen organismos de control, son cuerpos que fiscalizan y supervigilan áreas diversas de la Administración Pública, sin que por eso se consideren parte de la función judicial. El nombramiento de sus dignatarios proviene del Congreso a base de ternas presentadas por el Ejecutivo. Son organismos del Estado establecidos por la Constitución: Contraloría General del Estado, Procuraduría General del Estado, Ministerio Público, Superintendencia de Bancos, Superintendencia de Compañías y Tribunal Supremo Electoral. Un proyecto de ley presentado en el Congreso Nacional establece un organismo de control ambiental no contemplado en la Constitución, nombrado por el Congreso sin participación del Ejecutivo, denominado Auditor Ambiental del Estado.

La Administración Pública ecuatoriana está constituida por dependencias, entidades del Estado, y consejos de alta asesoría.

Los ministerios y secretarías de Estado y sus unidades administrativas son las dependencias del Estado. Son entidades públicas las personas jurídicas de derecho público. Pueden ser "adscritas" a un ministerio o la Presidencia de la República o ser de las llamadas "autónomas", entidades que de toda maneras se pueden  encontrar "vinculadas" a algún ministerio a través de la presidencia de sus directorios. En efecto, todas las entidades del Estado funcionan con un directorio compuesto principalmente por ministros de Estado. En unas pocas entidades, los directorios se integran también con representantes técnicos o funcionales de la sociedad civil. La actividad principal tanto de los ministerios y secretarías de Estado, como de las entidades públicas es de ejecución de obras y desarrollo de programas de acción. Por su actividad las entidades públicas se podrían clasificar principalmente como: 1. Manejo sectorial y ejecución obras -entre estas se incluyen las corporaciones regionales de desarrollo, con ámbitos regionales; 2. empresas públicas; y, 3. Investigación y normas. Entre estas últimas se encuentran INE, INEN, INAMHI, INOCAR, INP, etc.

Los consejos de alta asesoría del Estado y los simples consejos, son cuerpos colegiados formados por ministros de Estado, pero que pueden integrarse también con representantes funcionales de la sociedad civil. Son consejos de alta asesoría del Ejecutivo: el Consejo Nacional de Desarrollo (CONADE), la Junta Monetaria, la Junta de Defensa Nacional, el Consejo Nacional de Modernización (CONAM). Se podrían considerar simples consejos a la Comisión Interinstitucional de Protección Ambiental (CIPA), la Comisión Nacional de Recursos Costeros y la Comisión Asesora Ambiental de la Presidencia de la República. Estos consejos tienen funciones de asesoría y en algunos casos de regulación (Junta Monetaria, CIPA) y no ejecutan obras ni ejercen actividades de control. En un par de ocasiones, las secretarías de estos consejos son dependencias y entidades públicas, como el Banco Central (entidad financiera) de la Junta Monetaria o una "dirección" del extinguido IEOS de la CIPA.

El Régimen Seccional Autónomo esta compuesto por municipios y consejos provinciales. Cada cantón constituye un municipio, regido por una municipalidad, cuyo cuerpo legislativo se denomina concejo municipal. A pesar de la autonomía establecida por la Constitución, los presupuestos municipales son aprobados por la Secretaría General de Planificación del CONADE y la mayor parte de sus fondos presupuestarios provienen del presupuesto del Estado, distribuidos por el Ministerio de Finanzas. La reforma constitucional atribuye y refuerza importantes atribuciones de las municipalidades en la planificación y control del uso del suelo en el territorio del cantón, incluyendo la declaratoria de áreas protegidas y la expedición de normas ambientales, pudiendo asociarse entre sí y con los consejos provinciales en consorcios públicos para el cumplimiento de sus fines.

En este contexto, el desarrollo institucional para administración y manejo de medio ambiente y recursos naturales incluye diversas opciones propuestas por Brañes: 

1. El reforzamiento de una estructura jurídico-administrativa preexistente;

2. La creación de una estructura jurídico-administrativa especial, es decir, ad hoc para la gestión ambiental. En este modelo, el autor citado distingue dos grandes sub-modelos:

3. creación de un Ministerio, que puede ser concebido como un súper ministerio o como un ministerio especializado o como  un ministerio puramente coordinador; y

4. creación de una unidad administrativa ambiental ad hoc, que no tiene rango de Ministerio y que se ubica por lo general bajo la dependencia del jefe de gobierno o de los órganos de la planificación nacional. Se podría especificar la unidad visualizada como una Subsecretaría o una Dirección Nacional de un Ministerio.

5. La creación de una instancia de coordinación de la gestión ambiental, esto es el establecimiento de un Ministerio puramente coordinador, pero con más frecuencia de comisiones de alto nivel a las cuales se les asigna la función de elaborar la política y, por lo general, controlar su ejecución. Una variante de este modelo consiste en asignar la coordinación de la gestión a los órganos de planificación nacional, como un aspecto de sus funciones más generales de coordinación de la gestión del desarrollo. Cabe observar que esto se podría concretar también con un una comisión o consejo de alto nivel integrado a un ministerio, para el necesario sustento político.

6. La combinación de algunos elementos de diversos modelos
.

Los elementos de la gestión pública del desarrollo sustentable

La implementación de políticas públicas a través de la actual estructura del Estado ecuatoriano se realiza a través de nueve aspectos suficientemente identificados en un estudio del autor del presente informe, realizado para el Banco Interamericano de Desarrollo
. Los aspectos que se deben considerar para la implementación de políticas públicas conforme constan identificados en el indicado documento, son:

1. Objeto de la gestión

2. Políticas, planificación y financiamiento

3. Normativa legal

4. Estructura jurídica e institucional

5. Competencias

6. Normativa administrativa y regulación

7. Administración, manejo y operación

8. Seguimiento y control

9. Sanción y jurisdicción

Resulta importante subrayar que la aplicación conjunta de todos estos elementos es necesaria para la debida implementación de cualquier política pública. No obstante lo cual, no siempre es posible o necesario aplicar la totalidad de los indicados elementos. También es necesario notar que es es imposible que una sola institución maneje la totalidad de estos factores y que resulta usual que para la implementación de una misma política pública sean diferentes instituciones las que ejecutan los diferentes elementos.

En lo que interesa para el presente informe, hay que distinguir los que es políticas y planificación de normativa legal. También cabe considerar como elementos separados la normativa administrativa y regulación, que son diferentes que el seguimiento
 y control, aunque por supuesto pueden desarrollarse y ejecutarse por instituciones separadas. El ejemplo de la Junta Monetaria, que se cita en otra parte de este informe, destaca una institución que solamente "regula", sin ejercer directamente el control, que se encarga a otros organismos del Estado. Sobre este tema se reproduce a continuación lo desarrollado en lo pertinente del informe citado:

"Entre los contenidos de la normativa y la regulación se encuentran la fijación de los objetivos de la política general, ordenamiento de los requisitos para el desarrollo de las actividades, normas genéricas y sectoriales. Estas últimas incluyen: limitaciones y prohibiciones; procedimientos para acceder a la habilitación (concesión, licencia o mera autorización), normas sobre la calidad técnica, sistemas de tarifas y ajustes, en lo procedente; prescripciones sobre procedimientos y control jurisdiccional, incluyendo las audiencias públicas; y el régimen sancionatorio aplicable al supuesto de incumplimiento en caso de licencia o concesión, así como violación de normas regulatorias
. Salvo las sanciones acordadas en forma contractual, para la validez de las demás sanciones, estas se deberán establecer en leyes y no en simples instrumentos administrativos.

La autorización administrativa -en sentido amplio- se considera por la doctrina como una técnica preventiva. Importante mecanismo de regulación son los permisos y autorizaciones, que proceden para usos de bienes públicos y para el funcionamiento de actividades determinadas. Estos instrumentos permiten a la autoridad fijar anticipadamente las condiciones en que los particulares deberán desempeñar sus actividades. Según la Ley Forestal, por ejemplo, corresponde al INEFÁN conceder los necesarios permisos para la construcción de infraestructura en las áreas del patrimonio natural del Estado
. La doctrina suele distinguir entre autorización -en sentido restringido- y permiso. La autorización supone un derecho pre-existente que puede ejercerse subordinado a las condiciones establecidas en las leyes y reglamentos. El permiso, en cambio "se trata siempre del otorgamiento de un derecho nuevo al particular, que configura una excepción a una prohibición impuesta por una norma de policía en forma preventiva"
. El permiso también puede ser concedido a otra institución pública, como en el ejemplo de la Ley Forestal citado líneas arriba.

De la Cuétara destaca que el sometimiento a la autorización es siempre una técnica preventiva, a diferencia de las órdenes y prohibiciones:

"El control de la iniciativa privada más eficaz es el que impide causar efectos dañinos a la colectividad antes de que estos efectos hagan su aparición; pues bien, sobre la base de que en determinadas actividades la posibilidad de interaccionar con la esfera colectiva es muy intensa, el ordenamiento establece  un control previo de su realización, control que sitúa en manos de la Administración Pública, al imponer el requisito de la autorización"
.

La concesión y la licencia a diferencia de las autorizaciones, implican la transferencia de atribuciones o deberes propios de la administración a los particulares".

La regulación así concebida es una potestad que puede o no estar acompañada con el control y seguimiento. En el Ecuador, la Junta Monetaria tiene potestades reguladoras por excelencia. De hecho, sus normas se denominan "regulaciones", pero siendo la Junta Monetaria la más poderosa institución reguladora del país consiste en un simple cuerpo colegiado -como es el caso de la Federal Reserve de los Estados Unidos- sin facultades de control, ejecución u operación de ninguna clase. Para el control del cumplimiento de sus regulaciones, en diferentes áreas tienen competencias la Superinitendencia de Compañías, la Superintendencia de Bancos, el Banco Central y el Ministerio de Finanzas.

Los esquemas institucionales propuestos por los proyectos de Ley de Aguas

La propuesta de modificación a la Ley de Aguas y su Reglamento, del Programa Sectorial Agropecuario del Ministerio de Agricultura y Ganadería (mayo de 1996). Esta propuesta básicamente conserva el esquema institucional existente, modificando la denominación del Consejo Consultivo de Aguas, que se lo llama Consejo Resolutivo de Aguas. Conserva el esquema de las agencias de aguas, describiendo inconvenientemente con excesivo detalle sus ámbitos geográficos. No establece normas necesarias para la construcción de obras de regadío por cuenta de los particulares y la recuperación de las inversiones. Tampoco considera la posibilidad de delegar a las corporaciones regionales de desarrollo aspectos de la administración y manejo de aguas como la adjudicación del derecho de aprovechamiento, el juzgamiento y la imposición de sanciones. Las corporaciones regionales de desarrollo retienen el control de la calidad ambiental, pero su monitoreo corresponde al CNRH. Para efectos presupuestarios, se vincula el CNRH a la Presidencia de la República.

El proyecto del Consejo Nacional de Recursos Hídricos, se apega al esquema descrito, con diferencias en atribuciones del CNRH, principalmente asignándole competencias en el control de la calidad del agua, que el "régimen institucional de aguas" había descentralizado a las corporaciones. También se establecen atribuciones sobre información, monitoreo y recopilación de datos que no se distingue suficientemente de aquellos que corresponden al INAMHI. Se enuncian los "consejos de cuenca" sin que se especifiquen sus competencias ni se instrumente su funcionamiento. También se menciona el proyecto de Ley de Medio Ambiente, pero se establecen funciones superpuestas con las establecidas en aquel proyecto, especialmente en el tema de la expedición de estándares de calidad ambiental del agua y de imposición de sanciones por infracciones ambientales. Finalmente, coincide con el proyecto del "Sectorial Agropecuario" en no establecer los criterios para la construcción de obras de infraestructura por cuenta de inversionistas particulares ni la correspondiente recuperación y más bien reitera las referencias a ejecución de obras por parte del sector público.

Propuesta de Ley de Aguas de la Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador. Mantiene los esquemas institucionales descritos: agencias de aguas -llamadas agencias provinciales de recursos hídricos. Por su composición, el CNRH saldría del control del Ejecutivo y consecuentemente las agencias provinciales de recursos hídricos. El Consejo Consultivo actual es denominado Consejo de Apelación. Se introduce un Comité Asesor Técnico, con funciones asesoras. Se enuncian agencias distritales, pero se desarrollan las funciones de las agencias provinciales, como personas jurídicas de derecho público, con ámbito provincial para integración de las cuencas y subcuencas de sus ámbitos respectivos. En este caso también, la integración de las agencias es mayoritariamente no gubernamental. Establece el Fondo Nacional de Recursos Hídricos, que es un concepto que se ha manejado a nivel local y que se encuentra vigente en algunas regiones, como se ve en otra parte de este informe. Como en el caso del proyecto del CNRH se vuelve a centralizar el control de la calidad ambiental de las aguas, en este caso a cargo a las agencias provinciales de recursos hídricos. Se excluye la posibilidad de concesión de derechos de aguas a instituciones privadas para fines de generación hidroeléctrica, geotérmica o de vapores endógenos. Se reservan estas concesiones para las instituciones públicas o "en asocio con personas naturales, comunitarias, o de derecho público que hayan establecido convenios de generación con el Estado Ecuatoriano". No se contemplan en este proyecto alternativas para el financiamiento privado de obras de infraestructura, pero se incluye la posibilidad de un financiamiento del Estado de obras construidas por las comunidades, pero sin recuperación de las inversiones respectivas. Se autoriza la transferencia del manejo, operación y mantenimiento de obras de riego, conservando su dominio el Estado, a quien le correspondería la reparación y rehabilitación de los sistemas.

Alternativas institucionales que surgen de los estudios para una Estrategia de Manejo de Recursos Hídricos en el Ecuador, a cargo de la Unidad Ejecutora de Proyectos

Las alternativas que se han propuesto para afrontar los problemas percibidos en el manejo de aguas en el Ecuador son principalmente dos -un ministerio de aguas y una Subsecretaría o Dirección al interior de un Ministerio de recursos naturales renovables- a lo que debería de añadirse una tercera opción: conservar el actual sistema, reforzándolo -que es el enfoque de los proyectos de ley estudiados. Tanto la propuesta del Ministerio de Aguas como la propuesta del Ministerio de Recursos Naturales, contemplan como complemento necesario la existencia de una institución de control ambiental. Frederiksen propone "reconstituir a la CAAM" como una entidad con atribuciones en "todas las funciones regulatorias de desechos sólidos y líquidos y calidad del agua (así como otras áreas como aire, ruidos, etc)" y transferir tales competencias existente en otras instituciones públicas a esa entidad. Esta propuesta requiere de la expedición de una ley. En vista de existir un proyecto de Ley de Medio Ambiente en el Congreso que incluye la creación de una entidad de control ambiental, sería conveniente referirse al indicado proyecto y sobre él realizar las recomendaciones que correspondan, aunque esto incluya cuestionar total o parcialmente el proyecto de Ley. Tales observaciones podrían ser útiles para los legisladores que tienen que discutir el proyecto.

La propuesta del Ministerio de Aguas contempla la inclusión del INAHMI, aparentemente como una dirección del ministerio, lo que implicaría suprimir la personalidad jurídica de derecho público que ahora el Instituto ostenta. Esto es posible, a base de las disposiciones de la Ley de Modernización. No obstante, se debería estudiar la alternativa de que el INAMHI conserve la personalidad jurídica de derecho público, aunque adscrito al nuevo ministerio, lo que le permite una mayor flexibilidad en el desempeño de sus tareas. Otras dos "unidades", presumiblemente "direcciones" serían: "Planificación sectorial y revisión" y "Regulación de saneamiento y administración de derechos de aguas".

Las funciones que se proponen para el Ministerio, que se han podido identificar en diferentes partes del informe son aparentemente las siguientes:

1. Planificación de recursos hídricos, cuencas hidrográficas y proyectos de usos múltiples;

2. Manejo del recurso hídrico y de proyectos de recursos hídricos.

3. Regulación de la administración de los derechos de aprovechamiento de aguas y la seguridad de las instalaciones
.

La propuesta de creación de un Ministerio de Medio Ambiente incluye direcciones de: 1. Manejo de tierras y silvicultura (manejo de cuencas); 2. Manejo de biodiversidad (cabe observar que estas dos "direcciones" ejercerían básicamente las funciones que corresponden al INEFÁN); 3. Manejo de información e investigaciones (recursos hídricso); y, 4. Manejo de recursos hídricos -coordinación y licencia (planificación, regulación y protección del ambiente).

Las propuestas institucionales contenidas en los proyectos de Ley constan en el apartado correspondiente.

Conclusiones

El diagnóstico de Frederikson constata la aparente superposición de funciones y falta de clara responsabilidad, pero en cambio su propuesta recomienda mantener las competencias existentes en las demás instituciones sobre temas relacionados con el recurso agua -lo que parece una recomendación apropiada. Por otra parte, en su diagnóstico se pronuncia contra la dirección "por comité", no obstante lo cual su recomendación para la importante descentralización de ciertos aspectos de asignación de aguas en el manejo de cuencas propone un básicamente "comités" directivo y "comités" ejecutores. Debería aclararse que estos "comités" directivos y ejecutores no han sido propuestos como sustitución o complemento de las competencias específicas de las corporaciones regionales de desarrollo. No se expresa la forma como estos comités serían financiados, porque es obvio que los consejos provinciales y los concejos municipales deberían recibir fondos adicionales a los existentes para emprender en estas actividades. Otra de las críticas que se hace en el documento de Frederiksen al actual sistema de administración de aguas es la debilidad institucional del esquema actual. Desde el punto de vista jurídico, la sola creación de un ministerio no permite cambiar la situación descrita, que requeriría de una normativa legal y, principalmente, financiamiento apropiado. Para esto habría que especificar con claridad los problemas concretos que se enfrenta el manejo de aguas en la actualidad y las mecanismos legales recomendados. Finalmente, la propuesta de creación del Ministerio de Aguas, si no contempla financiamiento adicional contaría con mínimos recursos humanos y financieros, absolutamente isuficientes para el funcionamiento de un Ministerio. Sin que resulte un asunto de fondo, ni determinante, se considera un inconveniente que no existan antecedentes de ministerios de aguas en las Américas ni en Europa, especialmente en ninguno de los paises occidentales o inclusive orientales donde funcionen sistemas de derecho público romano-napoleónico, como el del Ecuador.

La creación de un Ministerio de Recursos Naturales, conlleva los mismos problemas para la solución de problemas identificados en la administración de los recursos hídricos que un Ministerio de Aguas. Por otra parte, una de las ventajas de la propuesta de creación del Ministerio de Recursos Naturales es que abarcaría una institución como el INEFÁN que cuenta con recursos suficientes para proveer a las necesidades del recientemente creado Ministerio, sin necesidad de solicitar recursos adicionales en el corto plazo.

Los ordenamientos planteados por los proyectos de Ley de Aguas que se comentan en otra parte de este informe mantienen básicamente, como se ha observado, los arreglos institucionales vigentes, con algunas variaciones que se señalan en ese apartado. A la luz de los comentarios hechos líneas arriba, no se debe descartar la opción de mantener un Consejo regulador (CNRH) reforzando su nivel, de modo que se constituya en un consejo de alto nivel, segregándolo del Ministerio de Agricultura. Una alternativa para esto, sería regresar al diseño original del Decreto Ejecutivo 2224 que dispuso que el Presidente de la Comisión sea nombrado por el Presidente de la República, entre los ministros miembros de la comisión. También se puede visualizar la alternativa de que el Presidente nombre a un delegado de fuera del seno para presidente de la comisión. Finalmente, cabría una combinación del Consejo normativo y regulador (CNRH) vinculado con un Ministerio de Aguas o de Recursos Naturales Renovables, presidido por el ministro de esta cartera de Estado. Como dependencias del ministerio podrían ir las que se han recomendado en las referencias a los ministerios de aguas o de recursos naturales. Dentro de este marco, también podría el ministro ser un secretario del Consejo regulador y un delegado del Presidente de la República su presidente, aunque esta última posibilidad parece menos conveniente.

Las funciones reguladoras de una Comisión reguladora, sea autónoma o sea al interior de un ministerio, tendrían que ser reforzadas, vinculándolas con los planes y financiamientos de las instituciones que tendrían que cumplir las regulaciones:

Para el sector público esto se debe llevar a cabo conjuntamente con la Secretaría General de Planificación (SEGEPLÁN) del CONADE y el Ministerio de Finanzas. El rol del CHRH o los ministerios es de formular los insumos para los planes del SEGEPLÁN, a ser aprobados por el Presidente de la República para consagrar su obligatoriedad. La ejecución corresponde a las dependencias y entidades públicas correspondientes (corporaciones, consejos provinciales, municipios, etc.).

En lo referente a las contrataciones de crédito interno e internacional, relacionados con el recurso agua, además de la priorización de proyectos previa a la autorización del préstamo, también se tendría que añadir en las cláusulas contractuales respectivas, las condiciones técnicas determinadas por el CNRH. Esto involucraría la ejecución a cargo del CNRH, pero también de SEGEPLÁN, el Banco del Estado, el Ministerio de Finanzas y la Contraloría General del Estado (CGE).

Para el cumplimiento por parte del sector privado de los lineamientos del ministerio o del consejo regulador, en lo relacionado a construcción y administración privada de sistemas de riego y transferencia de sistemas públicos a los usuarios, a falta de disposiciones legales aplicables, y mientras esta se promulgue, habría que acudir de nuevo al manejo contractual, donde la construcción y administración de sistemas privados y la transferencia de sistemas públicos a los usuarios constituya un contrato o convenio que establezca una serie de compromisos mutuos y las respectivas sanciones e indemnizaciones mutuas por incumplimiento.

La situación de un Consejo regulador, resultante del reforzamiento del CNRH actual, todavía deja pendiente la cuestión de la administración de los derechos de aprovechamiento de aguas y la jurisdicción al nivel local, que debería descentralizarse al nivel regional, en el contexto de los lineamientos que tenga que dictar el CNRH. Las opciones avanzadas por Frederiksen recomiendan la delegación de estas funciones de administración de derechos de agua y jurisdicción al nivel local, a cuerpos colegiados que denomina "Comités de Manejo de Cuenca" y "Entidades Operadoras de Cuenca". Esta podría resultar una posibilidad interesante para la necesaria descentralización, siempre que esas figuras se puedan integrar con las corporaciones, dentro el concepto de una participación de las entidades del régimen seccional autónomo (consejos provinciales y municipios) con la existencia actual de estas corporaciones y así fortalecer, en vez de debilitar, estas instituciones regionales.

El "derecho de aprovechamiento de aguas": su concesión, uso, transferencia y extinción

El "derecho de aprovechamiento de aguas" se encuentra definido en la Ley de Desarrollo Agrario reformada, que la considera "un derecho que consiste en la facultad de usar y gozar de ella, con los requisitos y condiciones determinados..." en la misma Ley de Desarrollo y en la Ley de Aguas
.

El derecho de aprovechamiento de aguas se adquiere por "concesión", definida como "un acto administrativo por el cual el Estado otorga a una persona el uso de las aguas en las condiciones determinadas en esta Ley y la Ley de Aguas y sus reglamentos". La adjudicación corresponde al Consejo Nacional de Recursos Hídricos, lo que podrá delegarse a las corporaciones regionales de desarrollo, entre otras competencias correspondían al INERHI
. Estas características del uso de aguas se derivan de su régimen de bienes nacionales de uso público o bienes públicos, descrito en el Código Civil como aquellos bienes "cuyo dominio pertenece a la Nación toda", adjuntándose la particularidad de que "su uso pertenece a todos los habitantes de la Nación, como el de calles, plazas, puentes y caminos, el mar adyacente y sus playas" (Art. 623). En consecuencia de lo expresado, "[l]os ríos y todas las aguas que corren por cauces naturales, así como los lagos naturales son bienes nacionales de uso público" (Art. 631).

En los casos que las leyes específicas lo establezcan también podría ser necesario, sea al CNRH, sea a los usuarios obtener la autorización de la institución pública competente, para el uso de aguas.

Las concesiones pueden ser protocolizadas en una Notaría e inscritas en el Registro de la Propiedad del respectivo cantón
. El Art. 5 de la Ley de Aguas, que considera intransferible el derecho de aprovechamiento resulta derogado por las definiciones de derecho  parcialmente reformado por la Ley de Desarrollo Agrario, en cuanto esta determina la posibilidad de la transferencia de la concesión con la propiedad de la tierra y con autorización del CNRH. En esta Ley se contempla el traspaso automático de la concesión del derecho de aguas al comprador de la tierra, "en forma total o proporcional a la superficie vendida, al nuevo titular"
. La transferencia se opera "automáticamente" con la simple exhibición del título de propiedad. En consecuencia, cabe preguntarse a qué otro tipo de transferencia de concesión se refiere la Ley de Desarrollo Agrario cuando establece el requisito de la "autorización" del CNRH. En todo caso, otras alternativas diferentes de la transferencia automática proporcional a la superficie de la tierra, con la debida "autorización del CNRH" podrían contemplarse en la normativa que expida el mismo Consejo. En concordancia con la doctrina, la posibilidad de la transferencia y gravamen de los derechos de aprovechamiento de aguas también está contemplado en la Ley de Aguas española de 1985, que dispone que "solo será necesario acreditar de modo fehaciente, en el plazo y forma que reglamentariamente se establezca, la transferencia o la constitución del gravamen"
.

Otra excepción al criterio de intransferibilidad del derecho de aprovechamiento de aguas, se determina expresamente en la ley que adjudica al CEDEGE [l]a regulación del uso y el aprovechamiento del agua de la cuenca del río Guayas y de la Península de Santa Elena" al CEDEGÉ, que también exonera a esta corporación del pago de la tarifa de concesiones de aprovechamiento a que se refiere el Art. 18 de la Ley de Aguas
. Esto equivale a una concesión global del aprovechamiento de aguas en el ámbito de la CEDEGÉ, que en la actualidad la transfiere individualmente como "derechos de riego" a favor de los usuarios, por ejemplo en la zona de Trasvase del Daule a la Península de Santa Elena, por resolución del Directorio. En las providencias de adjudicación de tierras que haga el INDA las zonas de intervención de la Cuenca del Guayas contarán: "los valores que los adjudicatarios deban pagar a CEDEGÉ y que permitan recuperar total o parcialmente las inversiones hechas en las tierras para hacer más eficiente la explotación agropecuaria o forestal y los pagos que se deriven de la Ley de Aguas ... En caso de que la explotación no se realice de acuerdo con (las formas de explotación de tierras acordadas), el CEDEGÉ tendrá el derecho de suspender el servicio de agua para riego..."
.

Tampoco se requiere una concesión del derecho de aguas en su utilización para fines mineros, donde la concesión minera autoriza la utilización de las aguas necesarias, conforme a la Ley de Minería.

Para la adjudicación del derecho de aprovechamiento de aguas existe, según las leyes vigentes, más de una institución autorizada para otorgarlo, sin que este arreglo pueda considerarse que constituye una "contradicción o confusión de leyes" o "superposición de funciones". En efecto, esta claramente determinado por las leyes citadas que además del CNRH, en el ámbito de la cuenca del Guayas el CEDEGÉ, por expresa disposicion legal, asigna derechos de riego. Por su parte, las concesiones de exploración y explotación minera también comprenden el derecho de uso de las aguas necesarias, sin perjuicio del necesario control que según la Ley de Minería corresponde a la Dirección Nacional de Minería (DINAMI) en el control de la contaminación. Finalmente, la norma que crea el CNRH le autoriza a delegar a las corporaciones regionales de desarrollo la concesión del derecho de aprovechamiento de aguas. Así, existen por lo menos tres instituciones autorizadas a la adjudicación del derecho de uso de aguas y podrían haber más en caso de la delegación para la cual está autorizado el CNRH, lo cual es suficientemente claro desde el punto de vista legal, independientemente de que se considere apropiado o no tal arreglo administrativo.

Las obras hidráulicas y el manejo de sistemas de riego

La construcción de obras hidráulicas es una de las funciones que su Ley de creación atribuye al INERHI
, sin perjuicio de las obras que puedan ejecutar los particulares, con autorización del CNRH, a lo que se refieren diferentes artículos de la Ley
. Esto incluye la modificación y destrucción de las indicadas obras
. También está autorizado el INERHI a recuperar de los beneficiarios el valor de las obras hidráulicas ejecutadas
, lo que se considera en la tarifa respectiva, que también incluye los gastos de operación y mantenimiento. La reorganización del régimen institucional de aguas determina que "la construcción, mantenimiento y manejo de obras de infraestructura" corresponden a las corporaciones regionales de desarrollo
, lo que consta también en sus respectivas leyes constitutivas, sin perjuicio de las competencias atribuidas constitucionalmente a las municipalidades
. Asimismo, se establece el requerimiento de transferir los sistemas de riego a los usuarios, para lo cual se liquidan los valores de recuperación de las inversiones a que se refiere la Ley de Aguas
.

Por supuesto que, en sus ámbitos respectivos, corresponde también a otras dependencias y entidades públicas, autorizar los trabajos correspondientes. Así, por ejemplo, al interior del patrimonio de áreas naturales del Estado, "solo se ejecutarán las obras de infraestructura que autorice" el INEFÁN. Lo mismo ocurre con las áreas declaradas como bosques y vegetación protectora, conforme a la Ley Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre
. Así mismo, a raíz de la reforma constitucional reciente se fortalecen las potestades municipales para la "planificación cantonal" y para "determinar en forma exclusiva el uso de los espacios"
, debiéndose recordar que el ámbito municipal es el cantón, que son las unidades políticas que conforman las provincias en el país, abarcando tanto zonas urbanas como rurales.

Conforme a su Ley de creación, el INERHI manejó los sistemas de riego construidos por este Instituto. Tanto la Ley de creación del INERHI como la Ley de Aguas hacen referencia a directorios de aguas, cuyas directivas se denominan consejo de aguas. A base de disposiciones del Reglamento de la Ley de Aguas, las tierras beneficiadas por sistemas de riego y drenaje construidos con fondos del Estado pueden ser administrados a través de "comisiones de riego y drenaje" que toman el nombre del río u obra que los beneficie. Adicionalmente, el INERHI expidió un reglamento específico para el manejo de sistemas de riego, que contiene normas complementarias a las citadas. En todo caso, no siempre existe concordancia entre las normas de manejo de los usuarios contenidas en la Ley, su Reglamento y el reglamento expedido por el Instituto. A la fecha, en cumplimiento de lo dispuesto por la normativa que dispone la transferencia de los sistemas a los usuarios organizados como persona jurídica de derecho privado, se han regulado las condiciones necesarias de organización de los usuarios que vayan a manejar sistemas transferidos por el CNRH
.

Enfoque jurídico sectorial de aguas: poblaciones, riego, energía, salubridad, usos industriales, domésticos, recreacionales, etc.

Uso de poblaciones y doméstico

Según la Ley de Aguas no se requiere de concesión de derecho de aprovechamiento de aguas para el uso doméstico (Art. 14). La primera prelación en el uso de aguas es para "el abastecimiento de oblaciones, para necesidades domésticas y abrevadero de animales" (Art. 34, a). "Las concesiones de agua para consumo humano, usos domésticos y saneamiento de poblaciones se otorgarán a los Municipios, Consejos Provinciales, Organismos de Derecho Público o Privado y particulares" conforme a la Ley (Art. 37).

Además de la Ley de Aguas, la más importante legislación sobre uso de poblaciones y doméstico de las aguas se encuentra en la Ley de Régimen Municipal y en la normativa jurídica del Instituto Ecuatoriano de Obras Sanitarias (IEOS), que ahora es una dependencia del Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda.

El Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda.- Las competencias generales del Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda se vinculan al "desarrollo y ordenamiento urbano, así como la atención y solución de problemas de saneamiento ambiental y protección del medio ambiente" (Art. 1). En cumplimiento de sus competencias el MIDUVI establece políticas  y estrategias, normas y regulaciones sobre saneamiento ambiental y protección del medio ambiente, en relación con la vivienda (Art. 2, a), para cuyo efecto elabora acuerdos, resoluciones, normas técnicas, programas (b).

El Decreto Ejecutivo que determina las funciones del MIDUVI transfirió a este ministerio el IEOS, "con las unidades de Obras Sanitarias, Protección del Medio Ambiente y Saneamiento Ambiental con su personal, activos, pasivos, asignaciones presupuestarias y más ingresos, manteniendo las mismas finalidades y atribuciones determinadas en la Ley Constitutiva del IEOS y más normas pertinentes" (Art. 3). Posteriormente, se suprimió el IEOS como persona jurídica de derecho público, convirtiéndose en una unidad administrativa del MIDUVI. También el Decreto Ejecutivo citado establece un Comité Ejecutivo de Coordinación y Colaboración con el Ministerio de Salud, para "planificar y coordinar los Programas de Saneamiento Básico Rural, en cumplimiento de una Política Nacional Unida de Saneamiento Básico Rural, definida por ellos, en que se incluya la dotación preferencial de Agua y Saneamiento en las Poblaciones en las que se cree o fortalezca una Unidad de Atención Primaria de Salud, bajo el concepto de 'Desarrollo Integral de las Áreas de Salud"
.

IEOS.- Las competencias atribuidas al IEOS por normas jurídicas diversas, competencias que ahora corresponden al Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda, son:

1. Elaborar los planes nacionales de agua potable y alcantarillado en coordinación con el CONADE;

2. Informar si los proyectos de estudios y construcción de agua potable y alcantarillado se ciñen a las normas establecidas por el IEOS, antes que puedan ejecutarse los trabajos;

3. Dictaminar de manera obligatoria, previamente a la suscripción de estudios, construcción de obras de agua potable y alcantarillado, por parte de organismos públicos, cuando dichos estudios u obras se realicen con aportes del Estado o se financien total o parcialmente con recursos provenientes de créditos externos;

4. Emitir informes técnicos sobre proyectos y programas de estudios y construcción de obras de agua potable y alcantarillado que anualmente realicen los municipios, consejos provinciales, corporaciones regionales de desarrollo, empresas de agua potable y alcantarillado y demás instituciones públicas, como requisito previo para la vigencia de sus correspondientes presupuestos
;

5. Suministrar asesoría técnica a los municipios y otras entidades encargadas de la provisión de servicios públicos de agua potable, alcantarillado y disposición de desechos sólidos, para la realización de planificación, estudios, construcción y administración de tales servicios;

6. Establecer normas para el diseño, construcción, supervisión, administración, operación y mantenimiento de sistemas de agua potable, alcantarillado y disposición de desechos sólidos, normas que deberán ser acatadas obligatoriamente
. Ver también en el rubro de medio ambiente y recursos naturales funciones del IEOS relacionadas con estos temas.

Municipalidades.- La Ley de Régimen Municipal atribuye a la municipalidad competencia para "[p]roveer de agua potable y alcantarillado a las poblaciones del cantón, reglamentar su uso y disponer lo necesario para asegurar el abastecimiento y la distribución de agua de calidad adecuada y en cantidad suficiente para el consumo público y el de los particulares". Para el efecto, la municipalidad puede ejecutar toda clase de obras y obtener la adjudicación de aguas correspondiente. Para el efecto le corresponde a la municipalidad [o]btener la adjudicación de las aguas que estando o no en uso de particulares sean indispensables para satisfacer las necesidades del cantón y para los servicios de luz y fuerza eléctrica, agua potable, higiene y sanidad de las poblaciones". El municipio regula la conducción y distribución de las aguas y resuelve sobre "las solicitudes de permisos y concesiones para el uso de vías y demás lugares públicos para estos propósitos, dentro de los límites urbanos". Esto incluye servidumbres y permisos para la construcción de desagües de las aguas lluvias y servidas
. Corresponde a los municipios expedir ordenanzas para el uso de ríos y sus playas, quebradas, lechos y taludes por parte de los vecinos del cantón y adjudicar el uso o usufructo de playas de mar, lagos, ríos y lechos de las quebradas y sus taludes, para cualquier negocio o explotación industrial o agrícola; salvo para el caso de ríos o quebradas que conduzcan aguas contaminadas, que solo podrán utilizar para fines agrícolas previo el respectivo permiso de la autoridad de salud. Los municipios podrán hacer concesiones hasta por diez años a favor de empresas de servicios de agua potable y otras
.

Para la prestación de servicios públicos, incluyendo agua potable y alcantarillado, la municipalidad puede constituir empresas municipales o compañías de economía mixta
.

Riego

La mayor parte de las disposiciones de la Ley de Aguas se refieren al agua para riego y obras de infraestructura, incluyendo las servidumbres respectivas. El uso para agricultura y ganadería es la segunda prioridad establecida en la Ley (Art. 34, b). Asimismo, se entiende que las disposiciones de la Ley de Desarrollo Agrario sobre agua, se refieren principalmente al agua para riego. En lo referente a riego. Para efectos del financiamiento de riego, sucesivas leyes han establecido "fondos" de riego, consistentes en partidas presupuestarias específicas para áreas determinadas del territorio ecuatoriano
. En otro rubro de este informe se hace referencia a competencias institucionales sobre la construcción de infraestructura.

Energía

Los usos energéticos, industriales y mineros ocupan el tercer orden de la prelación para las concesiones del derecho de aprovechamiento de aguas, constante en la Ley de Aguas, sin perjuicio de la posibilidad de cambiar el orden enunciado -poblaciones y doméstico; agrícola y ganadero-  en caso de emergencia social, aunque los usos poblacional-doméstico siempre tendrán que estar en primer lugar (Art. 34, c). Para los requerimientos de aguas del Instituto Nacional de Electrificación (INECEL), este Instituto debe presentar los correspondientes estudios de prefactibilidad y de factibilidad al INERHI, que se deberá pronunciar en sesenta días, pasado lo cual se considera aprobado el derecho de concesión. El INECEL y las empresas eléctricas cuyos capitales sean de más de 85% de capitales públicos están exentos del pago de tarifas por concesión del derecho de aprovechamiento de aguas para la producción de energía eléctrica destinada al servicio público
. Corresponde a los municipios obtener la adjudicación de las aguas que estén o no en uso de los particulares, necesarias para los servicios de luz y fuerza eléctrica, pudiendo desviarse las aguas para estos fines, con la condición de regresarlas al sitio de donde se tomaron
.

Industria y minería

Los usos industriales se consideran en el mismo orden de prelación que los usos mineros y energéticos
. El uso de aguas con fines industriales no debe desviar las aguas ni perjudicar de alguna manera a los que han construido obras para aprovechar dichas aguas
. La concesión para este tipo de usos es otorgada por el CNRH, con excepción de las aguas que se vayan a utilizar en actividades de instalación y operación de plantas de beneficio minero, fundición y refinación de minerales, usos para los cuales basta la respectiva concesión minera, lo que incluye también las servidumbres necesarias. En cambio, en la actividad minera sí es necesaria la autorización del CNRH para modificar el curso de las aguas sin causar perjuicios a terceros y dar aviso al CNRH en caso de alumbramiento de aguas en el curso de los trabajos mineros. También, se necesita el informe previo del CNRH y de la Armada Nacional para la explotación de materiales de construcción en el lecho o cauce de los ríos
.

Recreacionales

Las instituciones públicas que tienen competencia sobre aspectos relacionados con los usos recreacionales de las aguas son las municipalidades, el Ministerio de Información y Turismo y CETUR. No obstante, ni en la Ley de Régimen Municipal ni en la Ley de Turismo se encuentran disposiciones específicas sobre este asunto. La Dirección General de la Marina Mercante y el Litoral (DIGMER) tiene competencia en el control de policía y el ordenamiento en las playas de mar, conforme al Código de Policía Marítima.

Conclusión

Como se discute en este informe, no parece que los problemas de la administración de aguas provinieran de la aparente confusión, superposición y dispersión de normas jurídicas sobre aguas.

Más bien, se considera que los problemas identificados también en este informe, se originan en la debilidad de las instituciones encargadas de manejar los diferentes usos de agua, que se manifiesta en la inoperancia generalizada de la Administración Pública ecuatoriana, fruto de la escasa gobernabilidad del sistema. El principal problema, en este contexto, resulta lo vasto de las tareas encomendadas y la escasez de recursos financieros, económicos, técnicos y humanos disponibles, que se agrava por el manejo centralizado que se insiste en practicar.

A la fecha, la administración de aguas en el Ecuador está sometida a un proceso de transformación, después de más de dos décadas sin mayores variaciones. El enfoque de la transformación propuesta se desarrolla como consecuencia de estudios y consultorías realizados en los últimos diez años, que propusieron concordantemente el esquema que se comenzó a implementar en 1994.

No obstante, los proyectos de reformas legales que se han diseñado con posterioridad a las reformas de 1994 hasta el presente, vuelven al esquema anterior, sin proponer algún tipo de opción para superar los problemas que han sido visualizados, originados en el ordenamiento anterior.

Sin duda que desde el punto de vista de los problemas burocráticos afrontados por los usuarios, son un avance la transferibilidad automática de los derechos de agua y la posibilidad de registrar las concesiones en el Registro de la Propiedad. Pero, otros aspectos que se consideran fundamentales para el futuro desarrollo, uso y aprovechamiento de los recursos hídricos en el país, no han sido instrumentados presupuestariamente ni se contemplan en los proyectos de Ley de Aguas que se conocen. Para el desarrollo futuro de los sistemas de riego en el Ecuador, es de superlativa importancia el tema del financiamiento privado de las obras de infraestructura de uso de aguas y los sistemas de riego y la recuperación de inversiones y la necesaria regulación del manejo de los sistemas por los usuarios, que sea suficientemente transparente y flexible. Esto no se contempla en los proyectos de Ley de Aguas ni se discute en la Estrategia que diseña la Unidad Ejecutora de Proyectos (UEP) de Riego del Ministerio de Agricultura.

Otro tema que discutieron todos los estudios que se han llevado a cabo en el país sobre el manejo de los recursos hídricos, es la necesidad de descentralizar la administración de las aguas y el control de la contaminación, sin perjuicio de la necesaria regulación de estos aspectos a cargo del CNRH. Esta descentralización, obviamente debería hacerse a favor de las existentes corporaciones regionales de desarrollo. Pero los proyectos existentes, lejos de implementar las propuestas avanzadas en este sentido, reiteran el enfoque establecido más de dos décadas atrás de centralizar estos aspectos y fortalecerlos, en la institución que antes se llamaba INERHI y que hoy, con similares características, se denomina CNRH. Por otro lado, el proyecto de ley de la CONAIE sí contempla una descentralización del manejo de aguas a nivel nacional y nivel regional, pero tal esquema, más que una descentralización asume un nivel de verdadera autarquía, por la composición de la entidad central y de las regionales, donde los representantes gubernamentales quedan en minoría y, por tanto, pierden el control de su manejo.

Finalmente, también en la cuestión del derecho de aprovechamiento de aguas, con ciertas vacilaciones, se percibe una modificación prudente del sistema que se inició a raíz de la expedición de la Ley de Aguas, pero que se encontraba definido desde mucho antes en el Código Civil, que categoriza a las aguas como del dominio público del Estado. Conforme los criterios de la modernización, sin perder los recursos su calidad de bienes del dominio público del Estado, nuevas figuras jurídicas flexibilizan su aplicación y permiten un manejo más acorde con el tráfico productivo vigente. Con posterioridad a las reformas en la concesión del derecho de aprovechamiento de aguas introducidas por la Ley de Desarrollo Agrario, los proyectos de Ley de Aguas, presentan diferentes matices en el tratamiento de las concesiones: desde su sometimiento al mercado por medio del remate de los derechos correspondientes, del proyecto del "sectorial agropecuario del MAG", pasando por la transferibilidad que acepta el proyecto del CNRH, hasta el tratamiento restrictivo del proyecto de la CONAIE.

De hecho, en la actualidad, según el texto reformatorio de la Ley de Aguas, constante en la Ley de Desarrollo Agrario, existe la posibilidad de la transferencia del derecho de aprovechamiento de aguas con "la autorización" del CNRH. En efecto, como se analiza en el rubro correspondiente de este informe, otras alternativas diferentes a la "transferencia automática" con la venta de tierras expresamente contemplada en la Ley de Desarrollo Agrario, se podrían normar expresamente por el CNRH, lo que necesariamente implicaría la determinación previa del procedimiento aplicable.

ANEXO II.
Cuadros de competencias institucionales

sobre usos de agua, conforme la normativa jurídica vigente


TEMAS E INSTITUCIONES
1. USOS DE AGUAS

Agua potable y usos domésticos

Municipios y Empresas de agua potable y alcantarillado
 
Ministerio de Desarrollo Urbano
 Ministerio de Salud

Agricultura y ganadería

Corporaciones regionales de desarrollo

Industria
 Municipios
 Ministerio de Salud
 CIPA



COMPETENCIAS Y LEGISLACIÓN


Provisión de servicios de agua potable y alcantarillado


 Ley de Régimen Municipal

Construcción de viviendas y servicios básicos (agua potable y alcantarillado)


 Decreto de creación MIDUVI


Diseño de servicios


Dictamina sobre construcción de sistemas de alcantarillado y agua potable


 Ley del IEOS


Vigilancia técnica y sanitaria 



 Código de Salud


Construcción de infraestructura de riego


 Leyes de creación de corporaciones


Regulación de usos



municipio solicita concesión para usos urbanos


 Ley de Régimen Municipal


Controla efluentes industriales


Suministra permiso para eliminación de efluentes industriales


 Código de la Salud


Fija estándares de contaminación


Ley de Control y Prevención de la Contaminación


ALTERNATIVAS INSTITUCIONALES:
Competencias de órgano propuesto
*:
Reforma legal indispensable

**:
Reforma legal deseable





TEMAS E INSTITUCIONES
(1. USOS DE AGUAS)

Minería

Ministerio de Energía y Minas

Hidro-energía
 INECEL
 Empresas eléctricas
 Municipios

Recreacionales
 Municipios
 Ministerio de Salud
 CETUR


COMPETENCIAS


Otorga concesión de uso de aguas con la concesión minera


Fija condiciones de estudios de impacto ambiental y controla y sanciona contaminación de las aguas

 Ley de Minería


Construye y administra sistemas hidroeléctricos 


 Ley Básica de Electrificación

[
Concesión para construcción y manejo de sistemas hidroeléctricos



Proyecto de Ley de Régimen del Sector Eléctrico]

Obtienen adjudicación de aguas necesarias para servicios de luz y fuerza eléctrica


 Ley de Régimen Municipal


Obtiene adjudicación del agua para usos urbanos


Reglamenta el uso del agua


Expide ordenanzas para uso de ríos y sus playas, quebradas, lechos y taludes.

 Ley de Régimen Municipal


Otorga permiso para instalación de balnearios, baños públicos o establecimieneto de aguas termales.

 Código de Salud


Otorga permisos para establecimientos turísticos y controla precios


 Ley de Turismo
ALTERNATIVAS INSTITUCIONALES:
Competencias de órgano propuesto

   * 
Fijación de parámetros y condiciones de adjudicaciones de derechos de aprovechamiento de aguas en concesión minera

   *
Fija parámetros y condiciones de concesiones de derecho de aprovechamiento de aguas para instalaciones hidroeléctricas



EMAS E INSTITUCIONES
2. CONCESIÓN DERECHOS AGUAS

Marco de la adjudicación
 CNRH

Adjudicación usuarios individuales
 CNRH

Corporaciones regionales de desarrollo

Adjudicación cuencas
 CEDEGÉ

Adjudicación usos mineros

Ministerio de Energía y Minas

COMPETENCIAS Y LEGISLACIÓN

No se ha reglado marco de la concesión del derecho de aprovechamiento de aguas por parte del INERHI y del CNRH


Adjudicación del derecho de aprovechamiento de aguas, corresponde al CNRH, pudiendo delegarlo a las corporaciones


Ley de Aguas


Ley de Desarrollo Agrario


DE 2224 y 2516


Se suprimió la adjudicación de concesiones de aprovechamiento de aguas, por delegación del CNRH que constaba en el

 DE 2516 


Maneja aguas en toda el área de las obras de la cuenca del Guayas

 Legislación sobre CEDEGÉ


Adjudicación concesión minera incluye concesión de aguas


 Ley de Minería


ALTERNATIVAS INSTITUCIONALES:
Competencias de órgano propuesto
   *
Regla marco de la concesión del derecho de aprovechamiento de aguas


Dicta normas aplicables en caso de delegación a otras instituciones -corporaciones regionales de desarrollo u organizaciones de cuencas

*
Legislación debe establecer esquema de concesión en consultas con los interesados

  *
Regla marco de la concesión, norma la información y coordina el monitoreo

  *
Regla condiciones de adjudicación y usos de aguas e información y monitoreo en concesiones mineras



TEMAS E INSTITUCIONES
3. REGULACIÓN USOS DE AGUAS

Estándares técnicos

infraestructura

Ministerio de Desarrollo Urbano
 CNRH

Estándares de calidad del agua
 CIPA
 CNRH 
4. PLANIFICACIÓN USOS AGUAS

Diseño y formulación de planificación
 CNRH
 Min Desarrollo Urbano y Vivienda

Aprobación de planes


Ministerio de Desarrollo Urbano

Control de aplicación de planes


Contraloría General del Estado

COMPETENCIAS Y LEGISLACIÓN


Normas construcción sistemas agua potable y alcantarillado y disposición de desechos sólidos

 Legislación del IEOS


Diseño y normas de parámetros y criterios comunes, incluyendo priorización de proyectos de infraestructura de uso de agua

 DE 2516


Dicta normas y estándares de calidad de aguas


Ley de Control y Prevención de la Contaminación Ambiental


Determina niveles máximos de contaminación

 Ley de Aguas


Norma control de calidad del agua que corresponde a las corporaciones regionales

 DE 2516


Formula plan nacional de uso de recursos hídricos para el plan de inversiones públicas de la SEGEPLÁN

 DE 2516


Dicta normas para el manejo de cuencas

DE 2516


Planes nacionales de agua potable y alcantarillado (colaboración con CONADE)
 Legislación IEOS


Dictamina sobre proyectos de sistemas de agua potable y alcantarillado

 Legislación IEOS


Control del cumplimiento de planes, programas y objetivos institucionales


Ley Orgánica de Administración Financiera y Control 


TEMAS E INSTITUCIONES

5. CONSTRUCCIÓN DE INFRAESTRUCTURA

Agua potable y alcantarillado
 Municipalidades

Empresas municipales de agua potable y alcantarillado

Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda

Corporaciones de Desarrollo Regional

Tratamiento de aguas servidas
 Municipalidades
 
Empresas municipales de alcantarillado

Usos múltiples

Corporaciones regionales de desarrollo

Consejos Provinciales

INECEL

Usuarios e Inversionistas


COMPETENCIAS Y LEGISLACIÓN


Construye y maneja infraestructura

 Ley de Régimen Municipal


Construye y maneja infraestructura


 Ley de Régimen Municipal


Construye infraestructura agua potable y alcantarillado


Normativa Ministerio de Desarrollo Urbano


Construye infraestructura agua potable y alcantarillado


Leyes de creación de las corporaciones


Construye y mantiene sistemas de tratamiento de aguas servidas

Ley de Régimen Municipal

Construye y mantiene sistemas de tratamiento de aguas servidas

Ley de Régimen Municipal

Competencias para construir sistemas de usos múltiples


Leyes de creación de las corporaciones

Competencias para construir sistemas de usos múltiples

Ley de Régimen Provincial



Competencias para construir sistemas de usos múltiples

Ley Básica de Electrificación

Concesiones para construir sistemas y recuperar inversiones

[
Proyecto de Ley de Régimen del Sector Eléctrico]

Ley de Modernización


ALTERNATIVAS INSTITUCIONALES:
Competencia  de órgano propuesto
    *
Determinar los estándares técnicos y parámetros de diseño, construcción y mantenimiento, en lo pertinente, relacionado con obras de infraestructura hidráulica



TEMAS E INSTITUCIONES

(5. CONSTRUCCIÓN DE INFRAESTRUCTURA)


Sistemas de riego

Corporaciones regionales de desarrollo

Consejos provinciales

Usuarios e inversionistas

Sistemas hidroeléctricos

INECEL

Inversionistas privados

Concesión de construcción de obras

Municipalidades

Consejos provinciales

Corporaciones regionales de desarrollo

INECEL


COMPETENCIAS Y LEGISLACIÓN

Construcción de sistemas de riego


Leyes de creación de las corporaciones


Construcción de sistemas de riego


Ley de Régimen Provincial


Construcción de sistemas de riego


Ley de Modernización


Construye sistemas hidroelécticos


Ley Básica de Electrificación


Construyen sistemas hidroeléctricos

[
Proyecto de Ley de Régimen del Sector Eléctrico]

Ley de Modernización


Concesiona construcción de obras


Ley de Régimen Municipal


Ley de Modernización


Concesiona construcción de obras


Ley de Régimen Municipal


Ley de Modernización


Concesiona construcción de obras


Ley de Régimen Municipal


Ley de Modernización


Concesiona construcción de obras


[Proyecto de Ley de Régimen del sector eléctrico]

Ley de Modernización
ALTERNATIVAS NSTITUCIONALES:
Competencias de órgano propuesto


     � Art. 40.


     � Art. 2, 12, DE 2516. 


     � L 126. Ley de Minería. Suplemento RO 695 del 31 de mayo de 1991: "Art. 60.- Aprovechamiento de aguas y constitución de servidumbres. El otorgamiento de concesiones en general y la autorización para la instalación y operación de plantas de beneficio, fundición y refinación, llevan implícito el correspondiene derecho de aprovechamiento de aguas y el derecho de beneficiarse de las servidumbres que fueren necesarias".


     � DS 3797, publicado en el RO 5, del 17 de agosto de 1979. Art. 2 y L 162. Ley reformatoria del Decreto Supremo N 7, del 15 de enero de 1971, publicado en el R.O. N 144 de 19 de los mismos mes y años. RO 984 del 22 de julio de 1992.


     � Art. 41 de la Ley de Desarrollo Agrario.


     � Art. 42 de la Ley de Desarrollo Agrario.


     � Art. 61. La transmisión total o parcial de los aprovechamientos de agua que impliquen un servicio público o la constitución de gravámenes sobre los mismos requerirá autorización administrativa previa.


En los demás casos solo será necesario acreditar de modo fehaciente, en el plazo y forma que reglamentariamente se establezca, la transferencia o la constitución del gravamen. 


     � DS 1551, RO 158 del 11 de noviembre de 1966. Art. 3, b).


     � V. principalmente Título XIV De los estudios y obras.


     � Art. 15 de la Ley de Aguas.


     � Art. 17 de la Ley de Aguas.


     � DE 224. Art. 3.


     � Art. 159.- Corresponde, además, al Concejo Municipal: b) dotar de la infraestructura, equipamiento y servicios básicos para el desarrollo urbano y rural;


     � DE 2224, publicado en el Suplemento RO 558 del 28 de octubre de 1994; reformado por el DE 2516, publicado en el RO 637 del 20 de febrero de 1995. Art. 2, 4. Oficio N 32875 del 13 de mayo de 1196, del Procurador General del Estado al Ministro de Agricultura y Ganadería. En lo sustancial, este dictamen afirma: "La transferencia de estos sistemas implicaría, según el criterio institucional de ese Despacho, con el cual estoy de acuerdo, la liquidación de los respectivos derechos de crédito, debiendo los beneficiarlos cederlos a la asociación de regantes, siempre que ésta adquiera legalmente su personalidad jurídica".


     � Arts. 43, c) y 44: "Art. 43.- (modalidades) c) concesión de uso, de servicio público o de obra pública..."; y Art. 41.- "para la explotación de recursos naturales no sujeta a leyes especiales y para la prestación de servicios públicos".


     � A. 132. Expídese el Reglamento para el reconocimiento jurídico de las organizaciones de usuarios de los sistemas de riego a cargo de las corporaciones regionales de desarrollo. Suplemento RO 933 del 25 de abril de 1996.


     � Art. 63.- La propiedad, en cualquiera de sus formas, constituye un derecho que el Estado reconoce y garantiza para la oranización de su economiía, mientras cumpla su función social". Constitución Política de la República del Ecuador Codificada.


     � L. 54. Ley de Desarrollo Agrario. RO 461 del 14 de junio de 1994; DE 2099. Reglamento General de la Ley de Desarrollo Agrario. RO 524 del 12 de septiembre de 1994.


     � Art. 21, g) del Reglamento de la Ley de Desarrollo Agrario.


� Art. 159, a), c) y d) de la Constitución Política de la República del Ecuador Codificada.


� Art. 29 de la Ley de Fomento y Desarrollo Agropecuario: "El Ministerio de Agricultura y Ganadería podrá ordenar la suspensión de las tareas y obras ... si tales tareas y obras pudieren determinar deterioro de los suelos o afectar a los sistemas ecológicos". El Art. 161, letras l) y h) de la Ley de Régimen Municipal establece la potestad de revocación de obras realizados en contravención de las ordenanzas locales de los municipios.


� Art. 65 de la Constitución.


� Art. 20 de la Ley de Aguas.


     � DE 1111. Establécese la Comisión Nacional Permanente para la Protección y Manejo de las Cuencas Hidrográficas. RO 315 del 26 de agosto de 1982.


     � El artículo 14 de la Ley de Creación del INEFÁN dice que le corresponde a este Instituto promover la acción coordinada con entidades, para el ordenamiento y manejo de las cuencas hidrográficas.


     � Art. 41: "... Las concesiones y planes de manejo de las fuentes y cuencas hídricas deben contemplar los aspectos culturales relacionados a ellas de las poblaciones indígenas y locales". Ley de Reforma Agraria -DEROGADA.


     � La unidad fue creada en cumplimiento de los contratos de préstamos N 566/OC-EC y N 824/SF-EC, suscritos entre el Ecuador y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID). Posteriormente se celebra convenio entre el INECEL y el Ministerio de Agricultura: DE. 1468. Autorízase al señor Ministro de Agricultura y Ganadería. suscriba con el Instituto Ecuatoriano de Electrificación, el convenio para la ejecución del proyecto de preservación y anejo de la Cuenca del Río Paute. RO 429 del 3 de mayo de 1990.


     � Art. 20.


     � FAO. T.C. Sheng. Manual de campo para la ordenación de cuencas hidrográficas. Estudio y planificación de cuencas hidrográficas. Roma, 1992. p. 19.


     � A. 2144. Reglamento sobre la prevención y control de la contaminación ambiental en lo relativo al recurso agua. RO 204 del 5 de junio de 1989.


     � Arts. 15, 21 25 y 28 del Código de Salud.


     � Código de Policía Marítima. Reforma constante en DS 945. RO 643 del 29 de septiembre de 1974.


     � A. 005. Expídese el Reglamento Orgánico Funcional. RO 700 del 22 de mayo de 1995. Art. 7.


     � Comisión de Estudios de la Cuenca del Guayas (CEDEGE); Junta de Recursos Hidráulicos, Fomento y Desarrollo de los cantones de Jipijapa y Paján; Subcomisión Ecuatoriana para el aprovechamiento de las cuencas Puyango-Túmbez y Catamayo-Chira (PREDESUR); Centro de Reconversión Económica del Azuay, Cañar y Morona Santiago (CREA); Centro de Rehabilitación de Manabí (CRM); Instituto de Colonización de la Región Amazónica Ecuatoriana (INCRAE); Instituto para el Ecodesarrollo Regional Amazónico; Instituto Nacional Galápagos (INGALA); CORSINOR; CORSICEN; y CODELORO.





     � Son organismos del Estado establecidos por la Constitución: Contraloría General del Estado, Procuraduría General del Estado, Ministerio Público, Superintendencia de Bancos, Superintendencia de Compañías y Tribunal Supremo Electoral. Un proyecto de ley presentado en el Congreso Nacional establece un organismo de control ambiental no contemplado en la Constitución, nombrado por el Congreso sin participación del Ejecutivo, denominado Auditor Ambiental del Estado.


     � Brañes. Derecho Ambiental Mexicano. Fondo de Cultura Económica. México, 1994. pp. 110-111.


     � Pérez. Gestión Pública Ambiental. Programa BID-CONADE de Apoyo Institucional a la Planificación Ambiental. Quito, marzo de 1996.


     � A veces también denominado "monitoreo".


     � Frederiksen. p. 74.


     � Drucker, Peter. Management. Tasks, Responsabilities, Practices. Harper & Row. Nueva York, 1974. p. 45.


     � Comisión de Estudios de la Cuenca del Guayas (CEDEGE); Junta de Recursos Hidráulicos, Fomento y Desarrollo de los cantones de Jipijapa y Paján; Subcomisión Ecuatoriana para el aprovechamiento de las cuencas Puyango-Túmbez y Catamayo-Chira (PREDESUR); Centro de Reconversión Económica del Azuay, Cañar y Morona Santiago (CREA); Centro de Rehabilitación de Manabí (CRM); Instituto de Colonización de la Región Amazónica Ecuatoriana (INCRAE); Instituto para el Ecodesarrollo Regional Amazónico; Instituto Nacional Galápagos (INGALA); CORSINOR; CORSICEN; y CODELORO.





     � DE 1111. Establécese la Comisión Nacional Permanente para la Protección y Manejo de las Cuencas Hidrográficas. RO 315 del 26 de agosto de 1982.


     � A. 2144. Reglamento sobre la prevención y control de la contaminación ambiental en lo relativo al recurso agua. RO 204 del 5 de junio de 1989.


     � Art. 103.- Son atribuciones y deberes del Presidente de la República: c) Dictar, dentro del plazo de noventa días, los reglamentos para la aplicación de las leyes, que no podrá interpretarlas ni alterarlas, sin perjuicio de las reformas que pueda expedir posteriormente. Constitución Política de la República del Ecuador codificada. RO 969 del 18 de junio de 1996.


     �  (Arts. 15, 21 25 y 28).


     � Código de Policía Marítima. Reforma constante en DS 945. RO 643 del 29 de septiembre de 1974.


     � A. 005. Expídese el Reglamento Orgánico Funcional. RO 700 del 22 de mayo de 1995. Art. 7.


     � Brañes. Derecho Ambiental Mexicano. Fondo de Cultura Económica. México, 1994. pp. 110-111.


     � Pérez. Gestión Pública Ambiental. Programa BID-CONADE de Apoyo Institucional a la Planificación Ambiental. Quito, marzo de 1996.


     � A veces también denominado "monitoreo".


     � Cassagne, Juan Carlos. La Intervención Administrativa. Abeledo-Perrot. Buenos Aires, 1994. p. 171.


     � L. 74. Art. 74, inciso 2.


     � Cassagne. Ob. cit. p. 78.


     � De la Cuétara, Juan Miguel. La Actividad de la Administración. Tecnos. Madrid, 1983. p. 258.


     � Frederiksen. p. 74.


     � Art. 40.


     � Art. 2, 12, DE 2516. 


     � Art. 41 de la Ley de Desarrollo Agrario.


     � Art. 42 de la Ley de Desarrollo Agrario.


     � Art. 61. La transmisión total o parcial de los aprovechamientos de agua que impliquen un servicio público o la constitución de gravámenes sobre los mismos requerirá autorización administrativa previa.


En los demás casos solo será necesario acreditar de modo fehaciente, en el plazo y forma que reglamentariamente se establezca, la transferencia o la constitución del gravamen. 


     � DS 3797, publicado en el RO 5, del 17 de agosto de 1979. Art. 2.


     � L 162. Ley reformatoria del Decreto Supremo N 7, del 15 de eenro de 1971, publicado en el R.O. N 144 de 19 de los mismos mes y años. RO 984 del 22 de julio de 1992.


     � DS 1551, RO 158 del 11 de noviembre de 1966. Art. 3, b).


     � V. principalmente Título XIV De los estudios y obras.


     � Art. 15 de la Ley de Aguas.


     � Art. 17 de la Ley de Aguas.


     � DE 224. Art. 3.


     � Art. 159.- Corresponde, además, al Concejo Municipal: b) dotar de la infraestructura, equipamiento y servicios básicos para el desarrollo urbano y rural;


     � DE 2224, publicado en el Suplemento RO 558 del 28 de octubre de 1994; reformado por el DE 2516, publicado en el RO 637 del 20 de febrero de 1995. Art. 2, 4. Oficio N 32875 del 13 de mayo de 1196, del Procurador General del Estado al Ministro de Agricultura y Ganadería. En lo sustancial, este dictamen afirma: "La transferencia de estos sistemas implicaría, según el criterio institucional de ese Despacho, con el cual estoy de acuerdo, la liquidación de los respectivos derechos de crédito, debiendo los beneficiarlos cederlos a la asociación de regantes, siempre que ésta adquiera legalmente su personalidad jurídica".


     � Arts. 74, 5, g) y 6 de la Ley Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre.


     � Art. 159, a), b) y c)


     � A. 132. Expídese el Reglamento para el reconocimiento jurídico de las organizaciones de usuarios de los sistemas de riego a cargo de las corporaciones regionales de desarrollo. Suplemento RO 933 del 25 de abril de 1996.


     � DE 1218. Determínanse las funciones rectoras en materia de desarrollo y ordenamiento urbano, así como la atención y solución de problemas de saneamiento ambiental y protección del medio ambiente, que corresponden al Ministro de Desarrollo Urbano y Vivienda (MIDUVI). RO 317 del 16 de noviembre de 1993.


     � DS 448. Expídense reformas legales referentes al Instituto Ecuatoriano de Obras Sanitarias. RO 80 del 14 de junio de 1972. Art. 3.


     � DS 487. Encomiéndase al IEOS funciones relacionadas con saneamieneto ambiental y programa de salud y transfiéranse al mismo organismo algunos departamentos y recursos económicos del Ministerio de Salud. RO 554 del 16 de mayo de 1976. Art. 1).


     � Ley de Régimen Municipal. Tít. III De la Administración Municipal; Cap. I De las funciones de la administración Muncipal; Sección 2 De las funciones;  3 Servicios públicos.


     � Ley de Régimen Municipal. Tít. V De los bienes e ingresos municipales; Cap. I De los Bienes Municipales: Sección 3 Reglas especiales relativas a los bienes de uso público.


     � Ley de Régimen Municipal. Arts. 194 y el que se añade a continuación del 203.


     � L. 93. Ley que crea el Fondo de Riego de la provincia de Cotopaxi. RO 501 del 16 de agosto de 1990. REFORMA: Ley Reformatoria de la Ley 93 publicada en el Registro Oficial N 501 de 16 de agosto de 1990.


L. 57. Ley que crea el Fondo de Saneamiento Ambiental, Vialidad y Riego de la Provincia de El Oro -FUNDORO; RO 344 del 28 de diciembre de 1989; DE. 2638-C. Expídese el Reglamento de la Ley Reformatoria a la Ley que crea el Fondo de Saneamiento Ambiental, Vialidad y Riego de la Provincia de El Oro (FONDORO). Suplemento RO 666 del 31 de marzo de 1995.





     � DS 1042. Ley Básica de Electrificación. RO 387 del 10 de septiembre de 1973. Arts. 36 y 37.


     � Ley de Régimen Municipal. Art. 163, e).


     � Ley de Aguas. Arts. 34, c) y 40.


     � Código Civil. Art. 1008.


     � L 126. Ley de Minería. Suplemento RO 695 del 31 de mayo de 1991. Arts. 60, 61, 76 y 148.
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